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INTRODUCCiÓN 

El amparo contra leyes es un tema por demás cantroversial, en tiempos añejos 

se tenia la creencia que con golpes redoblados de jurisprudencia se lIegaria a la 

obligada derogación o abrogación de las leyes calificadas inconstitucionales, 

par el Poder Legislativo que las creó, sin embargo, a pesar de diversas ejecutorias 

en donde el Poder Judicial de la Federacián declara la inconstitucionalidad de 

ordenamientos legales estos se continúan aplicando en pe~uicio de los 

gobemados. 

El Poder Legislativo es el encargado por naturaleza de crear normas juridicas, 

este es conformado por personas físicas que como seres humanos pueden 

cometer errores ya sea de técnica legislativa, redaccián de normas, o hasta 

provocados por el capricho del Poder Ejecutivo que le envio al Congreso de la 

Unión iniciativas que al llegar a plasmarse en leyes que muchas veces contrarian 

a la Constitución. 

El Poder Judicial Federal se le encomienda resolver acerca de la 

constitucionalidad de las normas, a pesar de esto se advierte que los amparos 

promovidos contra leyes son sobreseídos con bastante facilidad, encontrándose 

una constante en dichas resoluciones que es la falla de interés juridico, ya que no 

se acredita a satisfacción. esto aunado a que se percibe que los jueces que 

conocen de los amparos contra leyes se conducen con mucha parcialidad, 

favoreciendo a las autoridades que se señalaron como responsables. ya sea por 

emitir el ordenamientos inconstitucional o ejecutandO actos de aplicación de la 

mismo. 
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La presente tesis se desarrolla de una manera muy sencilla. para el primer 

capítulo se formularon conceptos juridicos íntimamente relacionados con el 

amparo contra leyes, tomando en consideración definiciones doctrinarias 

destacadas. destacando las definiciones de amparo. interés jurídico. entre otras; 

conceptos que serán necesarios para ilustrar al lector en el tema. 

En el segundo capitulo se analizan preceptos constitucionales y legales. que 

tienen ligada relación con el amparo contra leyes y su sobreseimiento. 

abarcando desde la procedencia de juicio de amparo. término para 

interponerlo. causales de sobreseimiento y la competencia para los jueces de 

Distrito para conocer de los asuntos de amparos indirectos contra las leyes. 

El tercer y último capítulo será necesario tomar en cuenta el contenido de los 

anteriores capítulos. ya que sin estos no sería posible comprender el 

planteamiento realizado en el mismo. destacando planteamientos de ~Por qué 

es considerada una ley inconstitucional? y la valoración que hace el juzgador del 

interés jurídico. fodo esto para conocer ¿por qué se sobreseen los amparos 

contra leyes por falta de interés jurídico? asimismo los medios que debe atender 

el litigante para acreditar el interés juridico especialmente entratóndose de 

amparos contra leyes. 

En resumen el presente trabajo es elaborado de una manera sencilla así como 

su tratamiento. lo cual lleva a uno mejor asimilación de los temas que se someten 

o estudio. 



111 

la propuesta la presente tesis para el mundo juñdico no es la de refonnar la 

fórmula Otero para el efecto de que las sentencias concesorias de amparo 

contra leyes fengan efectos ergo omnes, que es un tema muy común en tesis 

que abordan el tema del amparo contra leyes; tampoco se propone anteponer 

los intereses de los particulares ante los de la sociedad pretendiendo que cada 

amparo interpuesto contra leyes sea merecedor de la protección de la Justicia 

Federal con el sólo hecho de presentar la demanda de amparo; mucho menos 

se discute acerca de la violación a la garantía de igualdad cuando se conceda 

el amparo contra leyes a un particular y a otros gObemados se les siga aplicando 

esa norma inconstitucionaL privilegiando a quien solicitó que se le desaplicara 

esa ley. 

El Derecho es dinámico y no se debe estancar. debe estar acorde a las 

necesidades y realidades sociales. estimamos que el juicio de garantías no se 

salva al cambio, siendo necesaria su evolución, es preciso dar las bases 

necesarias a los juzgadores de amparo para que se encuentren en aptitud paro 

emitir resoluciones m6s humanos e imparciales. sin otorgar más garantías o las 

demás partes en el proceso de garantías. 



CAPITULO 1 Conceptos jurídicos fundamentales 
con respecto al amparo contra leyes. 



CAPITULO 1 Conceptos jurídicos fundomentgles cgn 

respecto al amparo contra leyes. 

Con el objeto de obtener uno mayor comprensión del tema sujeto a estudio, 

es necesario conocer algunos conceptos que se relacionan estrechamente con 

el juicio de amparo interpuesto contra leyes, por lo que en este capítulo se 

aborda tal tema, 

Conviene establecer que en la gran parle del presente, se allegará a los 

conceptos que son escendales para el desarrollo del trabajo de tesis. analizando 

previamente conceptos doctrinarios, explicando su contenido, y posteriormente 

con las características que son relevantes y reiteradas de cada uno se expondrá 

una definición, mísma que se pone a consideración de los lectores, 

1,1 Concepto de Amparo, 

El maestro Raúl Chávez Castillo nos proporciona el concepto de amparo que 

es el siguíente: 

"Es un juicio constitucional autónomo, que se inicia por la acción que se 

ejercita cualquier pe"ona ante los tribunales de la Federación contra toda ley ° 
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acto de autoridad (ocio reclamada). en los hipótesis previstos en el articulo 103 

constitucional y que se considere violatorio de garantías individuales su objeto es 

lo declaración inconstitucional de dicho octo o ley invalidándose o nulificándose 

en relación con el agraviado y restituyéndolo en el pleno goce de sus garantías 

individuales"1, 

Del citado concepto se desprende que el juicio de amparo es precisamente 

"un juicio constitucional autónomo". yo que es independiente del acto 

reclamado y de autoridad que le da origen. este no constituye dive~a instancia 

judicial. esto es. un juicio de distinta naturaleza y substantación. También se 

menciona en el mismo. que se "ejercita por cualquier persona ante los tribunales 

de la Federación". atendiendo 01 principio instancio de porte agraviada. puesto 

que para que se inicie el mismo es indispensable que se ejercite la acción de 

ampara por quien resulte pe~udicado por el ocio de autoridad. ya que el Poder 

Judicial de la Federación no aclúa oficiosamente. Ahora bien. el autor nos cito 

que el juicio constitucional se ejercita "contra toda ley o aeta de autoridad (acto 

reclamado)". se refiere a que la acción se ejercitará contra la cualquier 

ordenamiento juñdico (ocio legislativo). o bien contra cualquier otro ocia 

proveniente de autoridad ejecutiva o judicial. que el gobernado considere 

violatorio de garantías. en el mismo se distingue a la ley de otros actos de 

autoridad. para tener lo mismo oportunidad de impugnación de estos ocios. 

Enseguida nos cito el concepto "en las hipótesis previstas en el articulo 103 

constitucional y que considere viola torio de garantias individuales". el autor cita 

este articulo en virtud de que en el se consagran las supuestos de procedencia 

del juicio en sus tres fracciones. Por último el autor hoce referencia al Objeto del 

juicio constitucional diciendo que es "la declaración inconstitucional de dicho acto 

o ley invalidándose o nulificándose en relación con el agraviado y restituyéndola 

1 CHAVEZ CASTilLO, Raúl. "El juiejo de gmpgro", página 28. 
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en el pleno goce de sus garantías individuales". esto es. que el Órgano 

Jurisdiccional de amparo va o emitir uno declaratorio de in constitucionalidad 

dicho ley o acto de autoridad. haciendo que los cosos se mantengan en el 

estado en que se encontraban antes de ocurrir lo violación de garantías. sólo en 

relación con quien solicitó el amparo. 

Por su porte el profesor Carlos Arellano Gorcia. nos proporciono su concepto 

de amparo: 

"El amparo mexicano es la institución jurídica por la que una persona física o 

moral, denominada quejosa, ejercita el derecho de acción ante un órgano 

jurisdiccional federal o local. paro reclamar de un órgano del Estado federal. 

local o municipal. denominado "autoridad responsable". un acto o lo ley que. el 

citado quejoso estimo. vulnera los garantías individuales o el régimen de 

distribución competencial entre lo Federación y Estados. paro que se le restituyo o 

mantengo en el goce de sus presuntos derechos. después de agotar los medios 

de impugnación ordinarios".2 

El autor nos hablo de un "amparo mexicano". yo que esto ínstitución jurídico 

mexicano ha sido adoptado por otros Estados extranjeros. con unos variantes. 

Mas adelante continúa diciendo que el quejoso es una IIpersona ffsica o moral", 

en vírtud de que pueden promoverlo 01 igual que los personas físicos. los morales 

tienen reconocidos ciertos prerrogativas susceptibles de ser vulneradas. 01 igual 

2 ARElLANO GARCIA, Carlos, "El jyicjo de gmoaro", p6gina 329. 
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que las pe"anas morales de derecha público, cuando actúan en juicio como 

entes de derecho privado en defensa de su patrimonio y no como autoridades, 

Retomando el comentario al referido concepto, se desprende que ésta acción 

de amparo se ejercita "ante un órgano jurisdiccional federal o local", acudiendo 

al primero generalmente, por lo que hace al segundo. se refiere o los cosos en 

que se actualice la jurisdicción auxiliar o concurrente. Enseguida se menciona 

que el quejoso reclamará "de un órgano del Estado federal, local o municipal, 

denominado "autoridad responsable", un acto o la ley", al referi"e a un órgano 

del Estado lo desglosa en sus tres niveles de gobierno, además lo denomina 

"autoridad responsable", que es una parle en el juicio de amparo, se equipara al 

demandado en cualquier proceso, 01 mismo se le reclama el acto o la ley que 

haya emitido, considerado por el quejoso lesivo a sus garantías individuales o 

violatorio de la esfera competencial entre los Estados y Federación (fracciones I y 

11 del arlículo 103 constitucional). Enseguida nos proporciona el objeto que se 

busco al ejercitar la acción de garantras. nos parece criticable a cierto punto que 

nombre "presuntos derechos", puesto que si ese derecho no es reconocido por el 

Ordenamiento Supremo, entonces el mismo juicio de amparo resultaria 

improcedente. Por último nos dice "después de agotar los medios de 

impugnación ordinarios", haciendo alusión al principio de definitividad rector del 

juicio el cual admite excepciones establecidas en la Ley de Amparo. 

El señor Ministro Juventino V. Castro define al amparo de esta manera: 

"El amparo es un proceso concentrado de anulación -de naturaleza 

constitucional- promovido por vía de acción, reclamándose actos de autoridad, y 

que tiene como finalidad de proteger exclusivamente a los quejosos contra la 
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expedición o aplicación de leyes viola torios de las garantías expresamente 

reconocidas en la Constitución; contra los actos conculcatorios de dichas 

garantlas; contra la inexacta y definitiva atribución de la ley al caso concreto, o 

contra las invasiones reciprocas de las soberanías ya federal ya estaduales, que 

agravien directamente a los quejosos produciendo la sentencia que conceda la 

protección a efecto de restituir las cosas al estado que tenían antes de 

efectuar.;e la obligación reclamada -si el acto es de carácter positivo-, o el de 

obligar a io autoridad a que respete ia garantía vioiada cumpiiendo con io que 

ella exige -si es de carácter negativo"', 

El distinguido Ministro de la Corte nos dice que "El amparo es un proceso 

concentrado de anulación -de naturaleza constitucional-", ésta institución la 

caracteriza como un proceso concentrado para así evitarse de hacer discusiones 

innecesarias sobre si es un juicio o un proceso, también señala que es 

concentrado de anulación, es preciso señalar que en la práctica un juicio de 

amparo no se resuelve con la celeridad requerida, debido a la carga de trabajo 

y difericiones de las audiencias que sufren los Juzgadas y Tribunales Federales, por 

otro lado, se menciona que es de anulación parque el fin u objeto principal del 

juicio de amparo es de hacer que cese el acto reclamado y retrotraer sus efectos 

al momento antes de la violación de garantías; además alude a que tiene como 

naturaleza la misma Constitución, considerándola como la fuente del juicio de 

amparo. Nos dice además de que es IIpromovido por vía de acción", atendiendo 

a la inoficiosidad de los actos de los órganos del Poder Judicial Federal. 

Enseguida enlista cuatro hipótesis de protección al quejoso contra actos 

legislativos, actos de cualquier autoridad violatorios de garantías, actos 

emanados de órganos judiciales o administrativos que emitan jurisdicción, y por 

último actos de autoridad que afecten la soberanía federal a estatal. Para 

culminar nos expresa que el juez de amparo va a emitir una sent~ncia concesoria 

J V. CASTRO. Juventino. "Ggrgntígs y gmPOro". p6gino 303. 
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de la protección de la justicia federal restituyendo las cosas al estado en que se 

encontraban antes de ocurrir la violación de garantias o el de obligar a la 

autoridad a que actúe en lo que fuere omisa. o a reconocerle los derechos al 

quejoso. 

De las tres definiciones anteriormente citadas podemos llegar a anotar que las 

elementos más comunes son: el amparo es una institución juñdica. tiene como 

fuente la propia Constitución. se ejercita una acción de amparo por el quejosa 

que es una persona física o jurídica colectiva. se atacan actos de autoridad o 

leyes. procede en términos del articulo 103 conslilucional. su objeto es de 

conceder la protección de la justicia federal contra los actos que se reclaman 

anulando los actos reclamados. Ahora bien apuntaremos un concepto de la que 

es el amparo: 

El amparo es el juicio autónomo de naturaleza constitucional que promueve 

una persona física o juridica colectiva de derecha privado o público. 

denominada quejoso ante los órganos del Poder Judicial Federal por vía directa o 

indirecta. para solicitar el amparo y protección de la Justicia Federal para efecto 

de que se le restituya en el goce de las garantías constitucionales violadas. 

cesando los efectos del acto violatorio de garantías u obligando el actuar de la 

autoridad denominada responsable, con respecto de un acto u omisión, ya sea 

una ley. un acto judicial o administrativo que se le reclama a dicha autoridad. y. 

que incide en la esfera juridica del citado quejoso. 
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1.2 Partes en el Juicio de amparo. 

En este apartado veremos los diferentes conceptos referentes a las partes en 

el juicio de amparo, no sin antes apuntar que de acuerdo al articulo 5 de la Ley 

de la maferia. se desprende que existen cuatro partes reconocidas para intervenir 

en el juicio de amparo, mismas que se mencionan en singular y plural. a saber: el 

quejoso o agraviado, la autoridad responsable, tercero pe~udicado aplicado de 

diferente manera a las materias civil, penal y administrativa, y por último el 

Ministerio Público Federal. De los cuales a continuación se estudiarán diferentes 

conceptos que se dan de cada uno, y después se elaboraró uno propio. 

1.2.1 El Quejoso. 

En primer término citaremos al Doctor en Derecho Carlos Arellano Garda que 

nos dice que el quejoso es: 

"El quejoso o agraviado es la persona física o moral que ejercita la acción de 

amparo para reclamar un acto o ley de la autoridad estatal, por presunta 

violación de garantías individuales o de distribución competencial entre 

Federación y Estados de la República"'. 

Del concepto transcrito se desprende que el "quejoso o agraviado" son 

palabras sinónimos. Dice también que se trota de una persono "física o moral", 

"ARELLANO GARCIA. Carlos; "El jujcio de ampgro". p6gina 466. 
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que como ya se apuntó anteriormente una u otra puede promover el juicio de 

amparo. la física lo hará por sí misma. salvo las excepciones establecidas en la 

Ley de Amparo; por la que hace a la segunda vale es criticable que no se 

distinga a las personas morales como de derecho privado y derecho público, 

ahora bien estas ante la imposibilidad de sustantividad tienen que interponer el 

mencionado juicio por medio de sus legítimos representantes o funcionarios 

públicos. Continuando con el concepto tenemos que el quejoso "ejercita la 

acción de amparo para reclamar un acto o ley de la autoridad estatal", la acción 

de amparo lo va a ejercitar el agraviado por sí o por un tercero ante los 

Tribunales del Poder Judicial de la Federación o la misma responsable, para 

reclamar ya sea un acto, entendiéndose en su sentido amplio, incluyéndose los 

provenientes de autoridades ejecutivos y judiciales; o en su caso se reclamará 

una ley; cuando el autor dice en su concepto que se van a reclamar ude la 

autoridad estatal", por lo que respecta a la referencia que hace a la autoridad es 

oportuno señalar que no hace una distinción de los niveles de Gobierno. 

excluyendo a las autoridades dependientes de la Federación y los Municipios. 

Enseguida nos dice "por presunta violación de garantlas individuales" aquí cabe 

hacer el mismo comentario realizado al concepto de amparo del mismo autor 

hecho en lineas anteriores. Por último se hace la disyuntiva "o de distribución 

competencial entre Federación y Estados de la República", aludiendo los supuestos 

de las fracciones 11 y III del articulo 1 03 constitucional. 

El maestro Efraín Polo Bemol conceptúa al quejoso o agraviado como: 

oo ••• la persona, física o moral, de derecho privado o de derecho público que 

con independencia de su sexo, nacionalidad, estado civil y edad (a'rtículos 6 al 
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10 de lo ley de Amparo). demando lo protección de lo justicia Federal contro lo 

ley o acto de autoridad que considero violatorio de sus garantías individuales o 

porque infringen en su pe~uicio alguno de sus garantías individuales. o porque 

considero que hayan sido emitidos por lo autoridad federal o local vulnerando o 

restringiendo sus respectivas sOberanías; y que promueve el juicio de amparo por 

propio derecho o por interpósita persona (artículo 4 de la propia ley 

mencionada)"'. 

Nos dice que el quejoso se troto de uno persona ya sea física o moral. 

ademós hoce lo acertado distinción de que la segunda es de derecho público o 

privado. reiterando que las primeros sólo pueden acudir al juicio de garantías 

cuando obren como entes de derecho privado velando por sus intereses 

patrimoniales. A continuación dice " que con independencia de su sexo, 

nacionalidad, estado civil y edad (articulos 6 al la de la Ley de Amparo)". esto nos 

quiere decir que cualquier persona con capacidad de goce puede ejercitar el 

juicio de amparo. Este quejoso va o acudir 01 juicio de garantías con el objeto de 

demandar "la protección, de la justicia Federal contra la ley o acto de autoridad 

que considera violatorio de sus garantlas individuales". siendo el motivo para lo 

procedencia del amparo que la ley o acto proveniente de cualquier autoridad le 

viole o lo persono gorantias individuales. o en su coso "porque considera que 

hayan sido emitidos por la autoridad federal o local vulnerando o restringiendo 

sus respectivas soberanías". Por último, el quejoso "que promueve el juicio de 

amparo por propio derecho o por interpósita persona (articulo 4 de la propia ley 

mencionada)". esto es. que existe lo posibilidad de que el propio quejoso 

promueva el juicio de amparo por sí mismo o hacerlo por medio de un tercero 

que le represente. 

s POLO BERNAl. Efrafn; "El gmpgro contra leyes", página 26. 
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El lic. Arturo Serrano Robles manifiesta que el quejoso es: 

" ... el que ataca un acto de autoridad que considera lesivo a sus derechos. 

ya sea porque estime que viola en su detrimento garantías individuales; o porque, 

proveniente de la autoridad federal, considere que vulnera o restringe la 

soberanía de los Estados; o por el contrario, porque haya sido emitido por las 

autoridades de éstos con invasión de la esfera que corresponde a las autoridades 

federales (articulo 103 constitucional, reproducido por ello. de la Ley de 

Amparo). 

Quejoso, en suma, es toda persona, física o moral. todo gobemado con 

independencia de sexo, nacionalidad, estado civil y edad (artículos 6 A 10 de la 

propia Ley) y que puede promover por sí o por interpósita persona (artículo 4 de 

la Ley de Amparo)"'. 

En primer lugar el autor nos que el agraviado o quejoso ataca un "acto de 

autoridad", a lo cual formulamos una observación en el sentido de que no hace 

una división de los actos que va a atacar el referido quejoso. si se trata de actos 

provenientes del Poder Judicial, Legislativo o del Ejecutivo, y mucho menos ante 

que órgano va a interponer tal persona el amparo. Acto seguido dice que este 

acto de autoridad lo va a atacar por que le "considera lesivo a sus derechos, ya 

sea porque estime que viola en su detrimento garantlas individuales", refiriéndose 

aquí que éste acto de autoridad le ocasiona un agravio en sus garantías 

individuales consagradas en la Constitución. En la última parte de su concepto 

agrega que el quejoso acude a promover el juicio de amparo al tenor de que 

considera se afectan las soberanías de un Estado o la Federación porque el acto 

.. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, "Manue! del juicio de gmooro" pógino 22. voz Arturo 
Serrano Robles. 



II 

reclamado es emitido por una autoridad local o federal invadiendo su respectiva 

esfera competencial. En un párrafo adicional al concepto que nos da el autor 

nos dice que el quejoso "es toda persona, fisica o moral todo gobernado con 

independencia de sexo, nacionalidad, estado civil y edad" atendiendo a 

circunstancias personales del quejoso. los cuales no van a mermar su capacidad 

para promover el juicio de amparo, asimismo puede acudir al juicio de amparo 

por medio de persona con plena capacidad lo represente en caso de personas 

morales de derecho público será por medio de funcionario que sea delegado. 

Ahora bien, después del análisis y comentarios hechos, con los elementos 

distintivos, elaboraremos un concepto de lo que es el quejoso o agraviado: 

Es la persona física o jurídica colectiva de derecho privado o de derecho 

público, nacional o extranjera, que acude a reclamar ante los órganos del Poder 

Judicial Federal o ante la misma autoridad que emitió el acto, actos provenientes 

de alguno o algunos de los Poderes de la Unión en cualquiera de sus tres niveles 

de gobiemo que le son aplicados en su persona violándoles garantías 

individuales reconocidas y tuteladas por la Constítución, mismos que en algunos 

casos afectan las soberanías de la Federación o los Estados para efecto de que 

se le restituya en el goce de las garantías constitucionales violadas, cesando los 

efectos del acto violatorio de garantías u obligando el actuar de la autoridad 

denominada responsable, con respecto de un acto u omisión, ya sea una ley, un 

acto judicial o administrativo que se le reclamo a dicha autoridad, y que incide 

en la esfera juridica del citado quejoso. 



1.2.2 La Autoridad responsable y su clasIfIcación desde el punto de vista del 

IIpo de autorfdad que lo realiza. 

12 

Para el tratamiento de este tema primero nos allegaremos de un concepto 

de autoridad responsable, para luego abocamos a una clasificación de esta 

parte en el juicio muy particular. 

El Doctor Ignacio Burgoa Orihuela nos dice que la Autoridad Responsable es: 

". . . aquel órgano estatal de ipso o de jure, investido con faculfades o 

poderes de decisión o ejecución, cuyo ejercicio crea, modifica o extingue 

situaciones generales concretas. de hecho o jurídicas, con trascendencia 

particular y deferminada, de una manera imperativa, todo ello mediante la 

infracción a las garantfas individuales",7 

Del concepto en cita se desprende que los órganos estatales o de estado 

"son los entes sociales con estructura jundica y competencia determinada, a los 

que se les confía la ejecución de la· actividad estatal"8, agregando que puede ser 

de hecho o de derecho, el primero parque puede tratarse de un arganismo 

descentralizado o empresa paraestatal la que ordene actos que afecten las 

prerrogativas de la persona, empleando coacción auxiliándose de alguna 

autoridad: siendo de derecho son entes creados por el ordenamiento jurídico 

fundamental, con competencia y facultades para decidir, ordenar y hacer 

7 BURGOA ORIHUELA, Ignacio. "El juicjo de gmooro", página 338. 
8 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDICAS. "Djcciongrio Jurídico Mexicgno", página 2300. voz 
Magdalena AguiJar y Cuevos. 
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ejecutar el acto violatoria de garantías. Enseguida nos dice que el ejercicio de 

facultades de los autoridades "crean, modifican o extinguen situaciones generales 

concretas, de hecho o jw1dicas", o seo que 01 actuar éste ente llamado autoridad 

produciró, cambiaró, restringiró o haró que cesen el estado o los estados en que 

se encontraban los cosos. A lo aplicación del acto de lo autoridad, tendró en el 

individuo uno "trascendencia particular y determinada", o seo causaró uno 

modificación 01 particular en su patrimonio, derechos, etc. Ademós seró "de una 

manera imperativa" refiriéndose o que se tendró lo cargo u obligación de 

cumplirse, aun con lo oposición del propio gobernado. Por último nos menciono 

el concepto, "todo ello mediante la infracción a las garantlas individuales", esto 

es, que imporfaró una violación a las mismas. 

En segundo lugar el maestro Efrain Polo Bemol. dice que Autoridad 

Responsable es: 

" ... todo órgano de Estado de ipso o de iure investido de facultades de 

decisión o de ejecución, cuyo ejercicio engendra una extinción o creación de 

situaciones en general. de hecho o jurídicos; o que produce uno alteración o 

afectación en ellos, con efectos particulares y determinados, de uno manero 

coercitiva. unilateral o imperativa "9 • 

Este concepto nos alude o que lo autoridad va o ser aquel órgano estatal de 

hecho o de derecho "investido de facultades de decisión o de ejecución". Luego 

9 POLO BERNAL Efroín. obra citada. pógino 26. 
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entonces. dice que "cuyo ejercicio engendra una extinción o creación de 

situaciones en general. de hecho o juridicas" ésta ejecución tendró como factor 

cesar, originar cosas o hechos destinados a la colectividad sean éstas situaciones 

de iure o de ipso. Acto seguido nos menciona que. en su caso IIproduce una 

alteración o afectación en ellas. con efectos particulares y determinados. de una 

manera coercitiva, unilateral o imperativa". esto es que en lo individual va a 

resentir un agravio o pe~uicio, acudiendo a Sil imperatividad para ejecutar su 

cumplimiento. 

Por último el Lic. Arturo Gonzólez Cosio. considera como Autoridad 

Responsable a: 

"Todo organismo estatal que actúa como persona jurídica de derecho 

público con carócter de soberano puede ser considerado como autoridad 

responsable: incluyendo a algunos organismos descentralizados. cuando actúan 

externamente por disposición de la ley y por medio de autoridades estatales que 

ejecutan actos no por propia decisión sino por decisión del organismo 

descentralizado de acuerdo con la ley correspondiente"'o. 

De nueva .cuenta se establece que la autoridad es todo aquel órgano de 

estado que, como dijimos en líneas anteriores, son los entes sociales con 

estructura jurídica y competencia determinada. a los que se les confía la 

ejecución de la actividad estatal. Ademós nos refiere a que éste ente va a 

10 GONIAlEZ COSIO. Arturo, "El juicio de gmparo", p6gina 59. 
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actuar ya solamente como ente de derecho público o como autoridad de ipso 

auxilióndose de alguna otra autoridad estatal por disposición de la ley, es 

necesario apuntar el concepto que dan los autores Rafael de Pina y Rafael de 

Pina Vara de lo son los organismos descentralizadas: son considerados como tales 

las instituciones creadas por disposición del Congreso de la Unión, o en su caso 

por el Ejecutivo Federal. con personalidad jurídica y patrimonio propios, 

cualquiera que sea la estructura legal que adopten (artículo 45 de la Ley 

Orgónica de la Administración Pública FederolJil; dentro de éstas se pueden ciior 

al IMSS o el INFONA VIL pues como organismos fiscales autónomos son 

considerados como autoridades para efectos del amparo. 

Ahora bien, partiendo de los elementos comunes distintivos de la autoridad 

responsable como son: es ente u órgano de Estado, creado y reconocido por la 

ley, actúa con potestad e imperio, tiene facultades de decisión que al ejecutarse 

lesionan la esfera juridica del particular. construiremos el siguiente concepto: 

Autoridad Responsable es todo aquel ente u órgano de Estado que actúa en 

su calidad de persona juridica colectiva de derecho público, de ipso o de iure, 

investido con facultades de decisión así como de ejecución, cuyo ejercicio crea, 

modifica. desconoce. restringe o extingue, en el gobemado situaciones jurídicas 

concretas. así como reconocer o desconocer derechos a éste; actos aplicados 

al individuo por sí o por medio de otro órgano de estado, de una manera 

unilateral, impositiva y coercible. 

11 PINA, Rafael de y PINA VARA. Rafael de. "Dicciongrio de derecho", página 391. 
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1.2.2.1 AutorIdad AdmInIstratIva. 

Antes de continuar con el desarrollo del presente es preciso transcribir el 

articulo 49 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos: 

Art. 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio, en 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

No podrán reunirse dos o más de éstos Poderes en una sola persona o 

corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de 

facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto en el 

articulo 29. En ningún otro caso, Salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del 

articulo 131, se otorgarán las facultades extraordinarias para legislar. 

Este articulo establece la división del ejercicio del Supremo Poder de la 

Federación, en tres a saber: Legislativo, Ejecutivo y Judicial; además de que en la 

parte orgónica de la Constitución se le otorguen facultades y competencias 

exclusivas de manera explicita e implicita. por ello consideramos pertinente hacer 

esta clasificación desde el punto de vista del tipo de autoridad que la realiza. 

amén de que en la doctrina existen otras diferentes. Es pertinente aclarar que en 

la doctrina es dificil encontrar conceptos de lo que se entiende por cada 

autoridad citada, hallóndose frecuentemente como funciones. facultades.' 

características propias de cada uno. Enseguida pasemos a analizar lo que nos 

dice el Doctor Ignacio Burgoa sobre la autoridad o poder administrativo: 
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El poder ejecutivo. en su carácter de función, igualmente se manifiesta en 

innumerables actos de autoridad de índole administrativa. los cuales presentan 

las notas contrarias a las de la ley. es decir. son actos concretos. particularizados 

e individualizados 12. 

De inicio manifestamos que administración pública es el conjunto de actos 

mediante los cuales los órganos del Poder Ejecutivo atienden a la realización de 

los servicios públicos". de acuerdo al mismo se desprende que. este poder 

ejecutivo o administrativo para realizar su encargo efectúa la realización de los 

servicios públicos y administración, también tiende a manifestarse en un 

sinnúmero de actos de carócter gobernativo, Jos cuales creon situaciones 

concretas y especialmente va dirigido al gobemado. 

En segundo término. el Lic. Andrés Serra Rojas. establece los caracteres de la 

función administrativa. los cuales son a saber: 

"a) Es una función del Estado subordinada a la ley. por la cual se crea una 

situación de derecho subjetivo, que fija sus condiciones y limites y puede incluso 

revocarse. 

b) la finalidad de la función se cumple con la actuación de la autoridad. que 

actúa de oficio y con iniciativa para actuar: la función administrativa no supone 

un conflicto preexistente. ni resuelve controversias. 

12 BURGOA OR1HUELA.lgnacio, "Derecho constitucional mexicano", página 730. 
13 PINA. Rafael de y PINA VARA Rafael de, obra citada. pógina 59. 
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c) Los limites de los efectos concretos -individuales y particulares de la función 

administrativa-, pone en relación la ley y la autoridad del funcionario. 

d) La función administrativa implica, además la realización de todos los actos 

maferiales como antecedentes del acto jurídico o como medios necesarios que 

hacen posible el cumplimienfo de la ejecución de la ley"". 

Podemos resumir de los incisos citados que: la función de la autoridad 

administrativa está subordinada a la ley. establece situaciones concretas, existe 

la posibilidad de revocar dicha acto de parte de la misma autoridad, asimismo 

ésta va a actuar de oficio o a petición de parte, su función no tiende a resolver 

conflictos ni presume su preexistencia, por último, la función de la auforidad 

administrativa implica, la ejecución de actos de índole material coma reterencia 

del acto jurídico o los medios para hacer que se cumpla lo que establece el 

ordenamiento jurídico. 

A continuación, construiremos un concepto de Autoridad Administrativa a 

partir de los comentarios hechos en líneas anteriores: 

Autoridad Administrativa es aquel ente estatal investido de facultades de 

administración pública, el cual tiene a su cargo además la administración de los 

servicias públicos, osi como la ejecución de actos tendientes al cumplimiento de 

los ordenamientos jurídicos establecidos. creando en el gobemado situaciones 

I~ SERRA ROJAS, Andrés. "Ciendo Polifice", página 568. 
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concretas. individualizadas y particulares. todo esto con plena subordinación de 

la ley. además con la posibilidad de revocar sus propios actos". 

1.2.2.2 AutorIdad JudIcIal. 

Primeramente el autor José Moisés Vergara Tejada nos dice que son actos 

jurisdiccionales. aquellos que provienen de una autoridad jurisdiccional. esto es, 

toda autoridad con facultades constitucionales para resolver controversias 

mediante la aplicación de la ley (Tribunales) que bien pueden ser de origen 

judicial. administrativa a del trabajo". 

Así pues, tenemos que éstos actos. son aquellos que provienen de una 

autoridad de tipo judicial. su objeto es el de la dar uno solución a un conflicto o 

controversia que se le plantea donde se aplica el derecha. apuntando también 

que no todos los órganos que emite jurisdicción pertenecen al poder judicial 

como son los administrativos. 

En segundo término. el investigador Andrés Serra Rojas. nos cita cama 

caracterfsticas de la función jurisdiccional las siguientes: 

15 VERGARA TEJADA. José Moisés. "PráctiCa forense en mgterig de gmooro", página 108. 
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"1. la función jurisdiccional es una actividad del Estado subordinada al orden 

juridlco y atributiva, constitutiva o productora de derechos, en los conflictos de 

concretos o particulares que se le someten para comprobar la violación de una 

regla de derecho o una situación de hecho y adoptar la solución adecuada. 

2. la función jurisdiccional. desde el punto de vista formal. alude a la 

organización constitucional que asigna la tarea de ejercer dicha función al poder 

judicial de la Federación fündamenta!mcnte pera preservar a! derecho. 

3. la finalidad del acto jurisdiccional es declarar imparcialmente el derecho 

en los casos controvertidos o de conflictos que son de su competencia. Es una 

actividad de ejecución de la ley hecha por el poder judicial, pero que 

corresponde a motivos, efectos y fines diversos de los fines administrativos" ... " 

Resumiendo estas líneas. tenemos que, ésta función es una actividad estafaL 

sujeta al orden normativo, que crea, produce, reconoce o niega derechos, en los 

conflictos sometidos a su jurisdicción, para osi comprobar la violación de un 

derecho O en una situación de hecho y adoptar la solución adecuada de que se 

trate, de manera imparcial para las partes que intervienen en el conflicto. Al 

poder judicial de la Federación se le asigna ésta función para convertirse en el 

máximo garante del orden jurídico. Este órgano estatal declarará de manera 

imparcial el derecho resolviendo así las controversias o conflictos de su 

competencia. 

Ahora bien, de lo antes anotada podemos hacer un comentario en el sentido 

de que existen tribunales de tipo administrativo, en donde se ventilan asuntos que 

16 SERRA ROJAS. Andrés, obra citada. página 570. 
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tienen un menor interés público y con menor solemnidad pudiéndose citar a las 

Juntos locales y Federales de Conciliación y Arbitraje o 01 Tribunal Fiscal de lo 

Federación. Por último el concepto de autoridad judicial que formulamos es: 

Autoridad Judicial es el órgano de estado. que ejerce jurisdicción sobre 

conflictos y asuntos previstos por el orden juridico. que le son sometidos. en el cual 

se deben aplicar los leyes expedidos previamente 01 coso concreto de que se 

trate. declarando el derecho. determinando yo seo otorgando. creando. 

negando o bien reconociendo derechos de manera imparcial a las partes que 

intervienen er¡ conflicto. todo esto paro preservar el estado de derecho vigente. 

1.2.2.3 Autoridad leglsloflva. 

Ahora bien. nos toco abordar el temo relativo o lo Autoridad legislativo. 

comenzando por citar 01 Doctor Ignacio Burgoa. quién 01 respecto de lo función 

de lo autoridad legislativo. expreso que estos facultades consisten en los 

atribuciones que a favor de este organismo establece lo Constitución para 

elaborar normas juridicas abstractos. impersonales y generales llamados leyes en 

su sentido material o intrínseco. las cuales, por emanar de él asumen 

paralelamente el carócter formol de toles". 

De lo transcripción podemos decir. que éstas facultades que se le 

encomiendan 01 poder legislativo se establecen explfcita e implícitamente en lo 

17 SURGOA QRIHUELA, Ignacio. "Derecho cOQ§tjtycjoog! mexicgno", pógina 643. 
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Constitución. poro efecto se encargue de lo creación de normas jurídicos de 

carácter abstracto. impersonal y general. las cuales se conocen como leyes en su 

sentido material. y estos por emanar de éste órgano adquieren el carácter formol 

de toles. 

Ahora bien. el autor José Moisés Vergara Tejado. manifiesto que los actos 

legislativos son: 

" ... aquellos que se someten o los gobernados mediante característicos de 

abstracción. generalidad e impe"onalidad (leyes en sentido amplio)"'·. 

Del concepto transcrito tenemos que lo actividad de lo autoridad 

administrativa va a someter a los gobernados, normando su conducta mediante 

actos que revisten de "abstracd6n, generalidad e impersonalidad". 

característicos que se abordarán 01 hacer el estudio concreto de lo ley en 

sentido material. 

Ahora bien. en base o los característicos de lo función legislativo. de lo 

doctrino. es tiempo de proporcionar nuestro concepto de Autoridad Legislativa. 

el cual es el siguiente: 

18 VERGARA TEJADA, José Moisés. obre citada, página 108. 
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Autoridad Legislativa es aquel órgano de estado. facultado por la 

Constitución de forma expresa. para la creación de normas de conducta de los 

gobernados. así como de la organización social y política del Estado. mediante el 

proceso de creación de leyes. cuyos actos de ésta se traducen en leyes en su 

sentido material y formal. 

1.2.2.4 Actos de autortdad. 

En primer lugar conviene citar el artículo 11 de la Ley de Amparo. el cual 

preceptúa: 

ArtIculo 11. Es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, 

ejecuta o trata de ejecutar la Ley o acto reclamado. 

Este concepto legal de lo que es la autoridad responsable nos lleva a decir 

que los actos que emiten las autoridades son de dictar. promulgar. publicar. 

ordenar. ejecutor o trotar de ejecutar una Ley o acto. Podemos advertir que se 

enuncian meras conductas de carácter positivo y no negativo, lo cual nos lIevaña 

a entender que si la autoridad es omisa en cumplir con sus deberes. no se podria 

acudir al juicio de amparo a reclamarle su no acto. 
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Por su parte el maestro José Raúl Padilla, establece que el acto de autoridad 

es; 

" ... una decisión dictada o ejecutada por un órgano del gobiemo y que 

produce un agravio o afectación en la esfera de derechos de los gobernados"19. 

Nos dice que esta disposición de la propia autoridad la ordena y asimismo la 

ejecuta o la hace ejecutar por otro órgano de estado, ésta determinación va a 

generar un agravio en las prerrogativas de los gobernados, así mismo va a incidir 

en sus derechos. es oportuno senclar que se incurre en la omisión de apuntar 

actos de carácter negativo. 

Antes de formular un concepto personal de lo que es el acto de autoridad, 

advertimos que no se prevé en la ley o en la doctrina lo relativo a las omisiones en 

que incurren las autoridades y que de estas resulta un pe~uicio para el 

gobernado. Enseguida hecho lo anterior daremos el concepto propia de lo que 

es Acto de Autoridad, el cual es: 

Acto de Autoridad es un acontecimiento causado por la conduela 

desplegada de un órgano de estado que se impone al gobernado en forma 

unilateral. imperativa y coercitiva. 

19 PADILLA. José Raúl. "SjOQQ$j$ de gmpQro", p6gino 12. 
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Paro dar por terminado el presente. nos parece adecuado apuntar uno 

clasificación que resume los actos y funciones de codo autoridad. tal y como se 

ordeno en el articulo 49 de lo Constitución Generol. que se transcribió líneos 

antes. podemos enunciar que son: 

"o) Leyes. Actos provenientes de lo Autoridad o poder legislativo 

esencialmente. que se caracterizan por ser abstractos. generales e impersonales. 

b) Sentencias. Actos provenientes de lo Autoridad o poder judicial. que son 

emitidos por los tribunales judiciales. administrativos o del trabajo que resuelven 

uno cuestión litigioso sometido o su decisión. 

c) Actos genéricos. Actos provenientes de lo Autoridad o poder Ejecutivo. 

principalmente administrativos. En su mayoría son dictados o producidos por la 

administración pública, distintos a los demós enunciados", 

1.2.3 El Tercero pet:fudlcado. 

En primer lugar. citaremos 01 Doctor Héctor Fix-Zamudio. quien do el concepto 

de tercero pe~udicado: 
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"Se califica como "tercero pe~udicado" (en realidad tercero interesado) a 

aquel que tiene interés en la subsistencia del acto o resolución reciamadas, ya 

que le benefician""'. 

Vemos que en este concepto que se cita, apunta que el tercero pe~udicado 

es un tercero interesado, esto a razón de que en pocas ocasiones le causaró un 

pe~uicio el otorgamiento del amparo y protección al quejoso, este tercero va a 

estar interesado en la existencia del acto que se reclama porque le reporta un 

beneficio en su esfera jurídica. Al concepto invocado vale hacerle una 

observación, en el sentido de que, el autor omitió senalar que quien interviene 

como tercero pe~udicado puede ser persona física o personas ¡uridicas 

colectivas de derecho privado y de derecho público. 

En segundo lugar, haremos cita de el concepto de tercero pe~udicado que 

proporciona el investigador Femando Arillo Bas: 

"El tercero o tercero pe~udicados, son las personas físicas o morales, que 

tengan derechos opuestos al quejoso y, por lo mismo interés en que subsista el 

acto reclamado, háyanlo o no gestionado ... "2I. 

Este concepto nos dice que el tercero o terceros pe~udicados son personas 

físicas o morales, sin hacer la distinguir a las últimas de las de derecho privado y 

:;ti FlX.ZAMUDfO. HéctOl'. "Ensgyos sobre el derecho de amocro", pógina 56. 
21 ARllLA BAS. Fernando, "El juicjo de gmooro", p6gina 67. 
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de derecho público. Enseguida dice que éste tercero tendrá "derechos opuestos 

al quejoso", el cual alude al tercero pe~udicado en materia civil. Enseguida nos 

menciona que éste tercero tendrá interés en la existencia y vigencia del acto 

que se reclama en amparo. Por último, se refiere a la existencia o no, de una 

gestión por parte de el. para que su~a el "acto reclamado. 

En tercer término, citaremos del Diccionario Juridico Mexicano, la acepción 

del tercero pe~udicado, el cual es a saber: 

"Persono tisica o moral a la que se da el carócter de posible afectado en un 

juicio promovido para solicitar la protección de garantías constitucionales y a 

quien se emplaza para que comparezca. si lo desea, a manifestar su interés en el 

mismo. Requisito formal de toda demanda de amparo, necesario para proceder 

su tromitaci6n"22. 

Del concepto enunciado se desprende que el tercero pe~udicado es una 

persona física o moral. sin distinguir nuevamente a las morales de derecho 

privado y de derecho público. A éste se le da "el carácter de posible afectado" 

porque de concederse el amparo se vería afectado en sus intereses. así que se le 

cita a juicio para que lo manifieste. Por último se apunta que es un requisito de 

forma para la procedencia del amparo, ya que los articulos 116 y 166 de la Ley 

de Amparo, relativos a los requisitos de forma de las demandas de amparo se 

exige su señalamiento. 

22 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURtDICAS, "Diccionario Jurídico Mexicqno", página 3069, voz 
Santiago Barcjas Montes de Oca. 
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Por último, tomando en consideración los elementos comunes a los 

conceptos comentados como el posible pe~uicio o una persona física o moral de 

derecho privado o de derecho público, y el interés que tenga en que exista el 

acto reclamado, formulamos el siguiente concepto: 

Tercero Pe~udicado es la pe"ona física o juridica colectiva de derecho 

privado o de derecho público, quien se llama en el juicio de garantías en virtud 

de tener intereses opuestos al quejoso y para efecto de que manifieste su interés 

en la subsistencia del acto de la autoridad administrativa, judicial o legislativa, 

que se reclama en el juicio de amparo. 

1.2.3.1 La contraparte del agraviado en malerla civil. 

Empezaremos analizando las caracteristicas que proporciona el actual 

Presidente de la Corte Genaro David Góngora Pimentel. referente a la 

contraparte del agraviado o lercero pe~udicado en materia civil, como también 

se conoce: 

" ... podemos dar dos explicaciones de los términos usados en el inciso al de la 

fracción 111 del artículo 5°, relativo al tercero pe~udicado en el juicio de amparo 

en materia civil. 
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PRIMERA,- Por "contraparte del agraviado" se debe entender .. ,"lo persono 

que litigo en el juicio en que se dicta el acto reclamado, y tiene interés en que 

subsisto lese acto reclamado) .. ," 

SEGUNDA.- Por "contraparte del agraviado" se debe entender no solamente 

a quienes litigan en el juicio que motiva el juicio de garantías. sino .. ,"a fodos los 

que tengan derechos opuestos o los del quejoso, e interés, por lo mismo, en que 

subsista e! acto reclamado...... sean o no colitigantes del promovente nAI 

amparo. en el juicio en que se dicta el acto reclamado"23. 

En primer lugar, se estimo es un colitigante, mismo que intervino en la litis 

donde emanó el acto que se le reclamo o la autoridad en el juicio de amparo, 

además de que tiene interés en que subsisto el acto yo que le reporta un 

beneficio, En segundo término, se aprecio que no sólo el colitigante en el juicio 

que do pauto 01 de garantías, va o ser contraparte del agraviado o tercero 

perjudicado, sino todos aquellos "que tengan derechos opuestos al quejoso, e 

interés, por lo mismo, en que subsista el acto reclamado .. ,", siendo estos los 

terceros llamados o juicio o los terceristas, quienes pueden salir pe~udicados en 

coso de que 01 quejoso se le otorgue el amparo y protección de la justicia 

federal. A todo esto, podemos elaborar un comentario en el sentido de que el 

juicio de amparo puede se promovida por terceros perjudicados o terceristas y, 

en el cual figurarán como contrapartes del agraviado, los colitigantes, 

Aclo seguido, el maestro Héctor Fix-Zamudio conceptúo a este tercero 

pe~udicado en maferia civil como: 

Z3 GÓNGORA PIMENTEl, Genero, "Introducción ql erttldjg del jvido de gmpgtQ", página 391. 
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"En materia civil ... se considera tercero aquél que ha figurado como 

contraparte en el proceso en el cual se ha dictado la sentencia o resolución 

judicial impugnada en amparo; pero. cuando el propio ampara hubiese sido 

promovido por un tercero extraña tienen esa categoria las dos partes del 

procedimiento ordinario ... el tercero perjudicado es en realidad la contraparte 

reclamante en el amparo. pues sólo de manera artificial el legislador ha hecho 

figurar al juez o tribunal que dicló la resolución impugnada como autoridad 

demandada, cuando en realidad carece de este carácter ya que su actuación 

se reduce a enviar los autos del proceso respectivo. y en casos excepcionales, a 

formular un informe justificativo ... "". 

Se apunta que en la materia civil. es considerado como tercero. a la 

contraparte en el proceso donde se dicta una resolución que se impugna en 

amparo y. en su caso. cuando el amparo sea promovido por un tercero extraño, 

este será el quejoso y los colitigantes tendrán el carácter de terceros 

perjudicados. Enseguida el autor menciona que. el tercero perjudicado es la 

contraparte reclamante en el juiciO de amparo. y que de manera artificial el 

legislador le da el carácler de autoridad demandada (responsable). y que 

carece de esa calidad. ya que sólo envio los autos al órgano jurisdiccional de 

amparo y. "en casos excepcionales, a formular un informe justificativo". cosa que 

en lo particular nos parece errado, yo que como se mencionó en líneas 

anteriores. las resoluciones judiciales son ocios emanados de un órgano judicial. y 

en éste caso los actos judiciales que se examinan por el juez de amparo tenemos 

que este es el acto que se reclama en amparo. y por lo subsiguiente. la autoridad 

judicial que le emite tendrá el carácter de autoridad responsable. 

24 AX-ZAMUDfQ. Héctor. "EmQYoUºbre el derecho de ompgm", póginos 56 y 57. 
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En vista de las característícas que nos dan la doclrina podemos construir un 

concepto propio de tercero pe~udicado en materia civil en base a los elementos 

constantes como son la calidad de contraparte del agraviado en un proceso 

judicial, tercero o tercerista, su llamamiento a juicio ya para que manifieste su 

interés en la subsistencia del acto reclamado, el acto reclamado es emanado de 

actos de naturaleza jurisdiccional. dicho concepto es el siguiente: 

Contraparte del agraviado es aquella persona fisica o juridica colecliva de 

derecho privado o de derecho público que figuró como colitigante, del 

promovenfe de amparo, o bien como tercerista o tercero llamado a juicio en el 

proceso judicial de donde emanó el acto reclamado, mismo que es invocado al 

juicio de garantías a manifestar su interés en la subsistencia del acto reclamado y 

por ende que se le niegue el amparo al peticionario de garantías. 

1.2.3.2. El ofendido o pel10na que fenga derecho a la reparacIón del daño en 

maferla penal. 

Para comenzar con el anólisis de éste tercero en materia penal. el distinguido 

investigador Carlos Arellano Gorda, quien proporciona los requisitos para tener 

tal carócler: 

"En la materia penal. conforme al inciso b) del artículo 50. Fracción 111 de la 

Ley de Amparo, la intervención del tercero pe~udicado estó restringida sólo a 

aquellos amparos que reúnan los siguientes requisitos: 
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1. Que los omparos se hayan promovido contra actos judiciales del orden 

penal. Esto quiere decir que si el amparo penal se ha promovido contra la 

privación de la libertad por una autoridad no judicial. no habrá tercero 

pe~udicado. 

2. Que los amparos se hayan promovido contra actos judiciales del orden 

penal. siempre que éstos afecten dicha reparación del daño o la responsabilidad 

civil proveniente de la comisión de un delito. Esto quiere decir que si el acto 

recia modo no se refiere directamente a la reparación del daño o a la 

responsabilidad mencionada. no tendrá el carácter de tercero pe~udicado el 

ofendido o la persona que tenga derecho a la reparación del daño o a exigir la 

responsabilidad proviene de la comisión de un delito"". 

En su primer requisito, nos dice que es indispensable que se promueva el juicio 

de amparo contra actos judiciales que se den en materia penal. enseguida nos 

exceptúa la privación de la libertad que haga autoridad distinta a la judicial. 

pues en ese supuesto no existirá tercero pe~udicado. Como segundo requisito, el 

cual lo consideramos trascendental pues el interés del tercero pe~udicado 

derivará de actas derivados del incidente de reparación del daño. que reclame 

el procesado en amparo; entendiéndose que el quejoso será el procesado. el 

cual va a promover el amparo contra actos derivados del incidente de 

reparación del daño. éste o estos actos reclamados sin duda benefician al 

ofendido y. con la promoción del juicio de garantías verá un riesgo patente si tal 

amparo es favorable al quejoso. es por ella. que se le llama como tercero 

pe~udicado. pues le interesa la subsistencia del acto que se reclama. 

'-' ARElLANO GARCIA. Carlos. "8 jujeio de gmpqro". p6ginas 485 y 486. 
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Ahora bien, el Doctor Ignacio Burgoa Orihuela, con respecto al tercero 

pe~udicado en materia penal considera lo siguiente: 

", .. esta disposición a propósito de la determinación de quien es el tercero 

pe~udicado en las hipótesis que prevé, sólo se contrae a los juicios de amparo 

promovidos contra actos judiciales del orden penal recaidos en el incidente de 

reparación del daño o de responsabilidad"". 

Nos dice el autor que el inciso b) del articulo 5 Fracción 111 de la ley de 

Amparo "sólo se contrae a los juicios de amparo promovidos contra actos 

judiciales del orden penal recaldos en el incidente de reparación del daflo o de 

responsabilidad", esto es, que sólo en actos de la autoridad judicial en materia 

penal, emanados del incidente de reparación del daño, los cuales afecten al 

indiciado en su patrimonio, derechos, etc .. solamente seró llamado al juicio de 

amparo como tercero pe~udicado a la persona que sea beneficiario de la 

reparación del daño o responsabilidad civil proveniente de la comisión de un 

delito, como es el caso del ofendido. 

Por último, daremos un concepto propio del ofendido o persona que tenga 

derecho a la reparación del daño en materia penal. el cual es el siguiente: 

26 BURGOA ORfHUflA, tgnaclo. "8 jyjcio de gmogro", p6gino 345. 
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Ofendido o persona que tenga derecho a la reparación del daño en materia 

penal. es aquella persona física o jurídica colectiva de derecho privado o de 

derecho público que es llamada al juicio de garantias como tercero pe~udicado. 

porque los actos de autoridad que se reclaman derivan del incidente de 

reparación del daño en materia penal. y asimismo manifieste su interés en la 

subsistencia de tal acto. ya que le beneficia. 

1.2.3.3 La persona que haya gestionado a su lavar el ocIo en malerla 

administrativa. 

En tercer término. toca analizar lo referente al tercero perjudicado en materia 

administrativa. y para tal efecto. comenzaremos citando al Doctor Héctor Rx­

Zamudio. quien con respecto a la persona que haya gestionada a su favor el 

acto en materia administrativa, nos dice: 

"Cuando el amparo se solicita contra actos o resoluciones administrativos. se 

confiere el carócfer de tercero interesado a la persona o personas que hubiesen 

gestionado a su favor dichos actos o resoluciones reclamados, o tengan interés 

directo en la subsistencia del acto reciamado. tomando en cuenta que. en 

ocasiones y tratándose de determinaciones de beneficio general. es imposible 

admitir en el amparo a todas las personas beneficiadas. por lo que se requiere 

acreditar la gestión previa respectiva ... "27 

~7 RX-ZAMUOtO, Héctor, "EmQYouQbre el derecho de gmpgro", pógino 58. 
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De la cita transcrita se desprende que en amparos en materia administrativa 

tiene el carócter de tercero pe~udicado, la "persona o personas que hubiesen 

gestionado a su favor dichos actos o resoluciones reclamados, o tengan interés 

directo en la subsistencia del acto reclamado", tenemos pues, que la pe"ona a 

que se refiere es, comúnmente, un órgano de estado, como sucede con las 

cuotas que cobra el Instituto Mexicano del Seguro Social en su carócter de 

organismo fiscal autónomo, este figuraró como tercero pe~udicado en el juicio 

de amparo en virtud de que gestiona a su favor el cobro por este concepto; o 

bien, tengan interés en la subsistencia del acto reclamado. Se toma como 

requisito indispensable la gestión del acto o resolución a su favor. 

En segundo lugar para el Doctor Ignacio Burgoa Orihuela, manifiesta que 

para tener el carácter de tercero pe~udicado en materia administrativa se 

requiere: 

", , , que haya hecho una gestión expresa ante las autoridades responsables 

para obtener la realización a su favor del acto o de los actos reclamados"", 

Se desprende que este tercero pe~udicado en materia administrativa para 

merecer tal carócter hizo una gestión expresa, lo cual nos lleva a decir que ésta, 

implica una manifestación por escrito donde se de constancia; ésta gestión es 

ejercida ante las autoridades señaladas como responsables en el juicio de 

garantías para obtener a su favor la realización del acto o de los actos 

reclamados, 

'" BURGOA ORIHUElA, Ignacio, "8 jyjcjo de gmpgro", p6gina 347, 
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De las citas anteriormente citadas. podemos llegar a elaborar un concepto 

del tercero pe~udicado en materia administrativa el cual es: 

La persona que haya gestionado a su favor el acto en materia adminisfrativa. 

es aquella persona física o juridica colectiva de derecho privado o de derecho 

público que. en el juicio de amparo en materia adminisfrativa es llamado a juicio 

como tercero pe~udicado en virtud de que realizó gestiones expresas para 

obtener a su favor el acto o resoluciones ante las autoridades señaladas como 

responsables. 

1.2.4 El Mlnlsterfo Público Federal. 

Ahora toca hacer un análisis de esta institución como parte en el juicio de 

amparo. es pertinente aclarar que es la doctrina. es diffcil encontrar un concepto 

de la misma. sino que se limitan a describirla en base a sus facultades. en virtud 

de que existe una desnaturalización de su función histórica. puesto que ya no es 

el garante de los intereses impOSitivos del Estado. sino que nos encontramos que 

en diferentes ordenamientos se le establecen facultades de investigador de 

delitos. regulador del proceso. parte dual en algunos procedimientos 

jurisdiccionales. vigilante de los intereses de la Federación. entre otros. Ahora 

bien. enseguida citaremos dos conceptos que se hallaron de este representante' 

de la sociedad: 
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"Cuerpo de funcionarios que tiene como actividad característica. aunque no 

única, la de promover el ejercicio de la jurisdicción. en los casos preestablecidos, 

pe"onificando el interés público existente en el cumplimiento de esta función 

estatal"" . 

Del concepto que obtenemos del diccionario de derecho. podemos decir 

que en efecto es una institución compuesta por un cuerpo o conjunto de 

pe"onas investidos de facultades que les concede la ley para el efecto de 

"promover el ejercicio de la jurisdicción, en los casos preestablecidos, 

personificando el interés público existente en el cumplimiento de esta función 

estatal", refiriéndose quizá al ejercicio de la acción penal cuyo monopolio 

detenta. y en segundo término. al pe"onificar el interés público. hace alusión a su 

merecida intervención como en los juicios del orden familiar o en los que la 

Federación sea parte; se trata sin duda de una acepción simple de lo que es ésta 

institución y. a la vez. es muy concreto. 

Por otro lado. el Doclor Héctor Fix-Zamudio. conceptúa al Ministerio Público. 

del modo siguiente: 

"Es la institución unitaria y jerórquica dependiente del organismo ejecutivo. 

que posee como funciones esenciales las de pe"ecución de los delitos y el 

ejercicio de la acción penal: intervención en otros procedimientos judiciales poro 

;!9 PiNA. Rafael de y PiNA VARA Rofoel de. obro citado. pógtno 372. 
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la defensa de los intereses sociales. de ausentes. menores e incapacitados, y 

finalmente como consultor y asesor de los jueces y tribunales"30. 

Del concepto transcrito estimamos que se trata de una institución unitaria 

pues este ente no es dependiente de otros, es jerárquica porque tiene a un titular 

que es el Procurador General. que a su vez, tiene a sus agentes o delegados. 

Dicha institución' depende únicamente del Poder Ejecutivo y es detentador de 

funciones primordiales como lo son "las de persecución de los delitos y el ejercicio 

de la acción penal", facultad monopólica que ejerce en materia penal, asimismo 

interviene en "procedimientos judiciales para la defensa de los intereses sociales, 

de ausentes, menores e incapacitados", con el objeto de que los intereses de la 

sociedad no se vean menoscabados. Finalmente apunta el concepto que es 

Ministerio Público Federal es "consultor y asesor de los jueces y tribunales", con 

respecto a esta función opinamos al respecto que no es viable en la práctica 

que sea propiamente un consultor y asesor de funcionario y organismos del poder 

judicial salvo opinión en contrario ya que en las juicios de amparo llega a 

intervenir con mucha parcialidad. 

Por último tomando en cuenta las caracteristicas de estos dos conceptos y lo 

prescrito en el articulo 5 fracción IV de la Ley de Amparo nos atrevemos a 

enunciar un concepto de lo que es el Ministerio Público como parte en el juicio 

de amparo: 

JO INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS. "Djcciongrjo Jyridico Mexicooo", p6gino 2128, voz 
Hécior Fix-Zamudio. 



39 

Ministerio Público es el Procurador General de lo República o un agente que 

designa éste, interviniendo procurando un equilibriO en el juicio. así como para 

efecto de que intervenga en todos los juicios de gorantias. interponga los 

recursos que establece la Ley de amparo. además de interponerlos en amparos 

penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, 

independientemente de las obligaciones que la mismo ley le precisa para 

procurar la pronta y expedita administración de la justicia; con excepción 

expresa pare interponerlos entrctóndose de emparos indirectos en materias civil 

o mercantil. en que sálo afecten intereses particulares. excluyendo la materia 

familiar. pudiendo abstenerse de intervenir en el juicio. si considera que con la 

concesión del amparo se ve afectado el interés público. 

1.3 Et Interés jurídico. 

Ahora bien. es hora de analizar los conceptos que se dan en la doctrina 

acerca del interés juridico. para tal efecto comenzaremos citando un fragmento 

de los informes de labores de la Suprema Corte rendidos por el Presidente de la 

misma. en los años 1972 y 1973. vistas a las páginas 340 y 356 respectivamente. del 

"Manual del juicio de amparo": 

"El interés juñdico. reputado como un derecho reconocido por la ley. no es 

sino lo que la doctrina jurídiCa reconoce con el nombre de derecho subjetivo, es 
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decir, Como facultad o pofesfad de exigencia, cuya insfitución consigna una 

norma objefiva de derecho ... "31 

Del informe de labores. se aprecia que existe una identificación expresa del 

derecho subjetivo y el inferés juridico. Este derecho subjetivo es entendido como 

uno facultad o posibilidad de eXigir. cuyos patrones o direcfñces a seguir son 

establecidos en una norma objetiva de derecho. 

Enseguida el actual Presidente de la Suprema Corte de Justicia, Genaro 

Góngora Pimentel. respecto del interés juñdico, nos anuncia que: 

"Se refiere a la titularidad de los derechos afectados con el acto reclamado: 

de manera que sólo el sujeto de esos derechos puede ocurrir al juicio de 

garantías y no otra persona. aunque éste resienta lesiones en su patrimonio. como 

una repercusión o consecuencia del acto mismo. En otros términos. la base para 

la procedencia del amparo es la existencia de un pe~uicio inmediato y directo en 

los intereses juridicos del quejoso, y no el mediato o indirecto que no es 

propiamente lesivo de un derecho "32. 

De la transcripción hecha, se estima que sólo el titular de los derechos 

afectados puede ocurrir a la demando de garantías, y no diverso persona, 

aunque el último resiento lesiones en su patrimonio y tenga un interés simple o 

JI SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION. obro citado, página 54. 
32 GÓNGORA PIMENTEL Genero. obra citada. página 224. 
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indirecto. debe causar el acto de autoridad un agravio personal y directo. como 

base de la procedencia del juicio de garantias. 

Por último el investigador Efrain Polo Bemol. al respecto del interés juñdico nos 

manifiesta: 

"Ese interés jurídico, considerado como un derecho reconocido por la ley. es 

lo que se conoce con el nombre de derecho subjetivo. es decir. como la facultad 

o potestad de exigencia contenida en la nonma juñdica"". 

Se aprecia que el autor coincide con la identificación del interés jurídico a su 

vez con el derecho subjetivo. En tal sentido. se entiende como tal. aquel derecho 

reconocido en una ordenamiento objetivo y que faculta a la persona a exigirlo o 

reciamarlo. 

Podemos concluir que el interés juridico es el derecho subjetivo. en ese 

sentido. podemos definir al interés juridico en materia de amparo como: 

la facultad. potestad o poder de exigencia reconocida en una nonma 

juñdica. derivado de un pe~uicio en sus derechos causados por un acto o actos 

33 POLO BERNAL. Efroln, obre citoda, página 29. 
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de autoridad legislativa, judicial o administrativa, legitimando a su titular para 

intervenir como parte en el juicio de amparo. 

1.4 PerJuicio. 

De inicio apuntamos que se entiende comúnmente por pe~uicio un lucro 

cesante debido a una conducta positiva o negativa imputable a una persona, 

que do motivo para una indemnización. Asimismo podemos advertir que existen 

dos tipos de pe~uicio que suele confundir a los justiciables, uno en Derecho Civil y 

otro en Derecho de Amparo que tienen connotaciones diferentes, de ahí el 

estudio que se hará de estos por separado para luego indicar las diferencias entre 

ambos. 

1.4.1 Perjuicio en malerla clvn. 

Para abordar el presente tema se haró cita del artículo 2109 del Código Cívil 

Federal. que conceptúa legalmente al pe~uicio: 

Articulo 2109.- Se reputa perjuicio la privación de cualquier ganancia licita que 

debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación. 
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A la postre la investigadora Ingrid Brena Sesna"', precisa que el perjuicio se 

conoce también como "lucro cesante", además que se trata de una ganancia 

lícita que se dejó de obtener a causa del evento dañoso y que hubiera sido 

percibida dentro de un cálculo razonable de probabilidades, En ese tenor 

estimamos que la ganancia que cesó, se deja de obtener debido a una 

conducla que reputa un dono al patrimonio ajeno, indicando además, en pocas 

palabras, que dicha conducla sea materialmente posible. 

Enseguida el Lic. Emesto Gutiérrez y González, lo define así: 

"Es la privación de cualquier ganancia lícita que debiera de haberse 

obtenido, de no haber generado otra pe"ona la conducla lícita o ilícita que la 

ley considera para responsabilizar ésta"35. 

Para el autor el perjuicio viene siendo una privación de cualquier ganancia, 

sin obtene"e, debido a que una pe"ona ejecuta una conducla licita o ilfcita en 

el patrimonio de otra pe"ona, a quien la ley le considera responsable al ubica"e 

en algún supuesto de responsabilidad civil, Cabe recordar esta responsabilidad 

es fuente de las obligaciones, que da lugar a una indemnización, 

J.4 INSTITUTO DE INVESnGAClONES JURíDICAS. "C6digo Cjvil en rngterig comÚn y Qgrg toda Ig 
Repúblicg en materig federa! comentgdo" página 194. voz Ingrid Brena Sesno. 
35 GUTIERREZ y GONZAlEZ. Ernesto. "Derecho de 19$ obljggciones", página 566. 



44 

A continuación, formularemos un concepto del pe~uicio en moferia civil, para 

tal efecto establecemos que: 

Es la privación de cualquier ganancia o lucro que deja de obtener, en el 

patrimonio, una persona a consecuencia de una conducta positiva o negativa 

prevista en la ley, ejecutada o no por un tercero que se le considera responsable, 

de cual nace la obligación de indemnizar a la persona que sufre tal privación. 

1.4.2 PerjuIcio en materla de amparo, 

En primer lugar, citaremos al Lic, Arturo Serrano Robles, quien nos dice acerca 

del pe~uicio lo que sigue: 

" ... 10 noción pe~uicio para los efectos del amparo supone la exis-tencia (sic) 

de un derecho legítimamente tutelado que, cuando es transgredido por la 

actuación de una autoridad o por la ley, faculta a su titular para acudir ante el 

órgano jurisdiccional correspondiente demandando que esa transgresión cese, 

Tal derecho protegido por el ordenamiento legal objetívo es lo que constituye el 

interés juridico que la ley de la materia toma en cuenta para la procedencia del 

amparo"36. 

36 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACiÓN, obro citada. pógina 55. voz Artvro Serrano Robles, 
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Para el autor el perjuicio supone una existencia de un derecho consagrado 

tutelado. que al ser afectado por la conducta que despliega la autoridad. 

faculta al titular de éste derecho subjetivo para ocurrir al órgano jurisdiCcional 

federal y exigir que finalice esa transgresión; esto es identificado como el interés 

juñdico. 

El célebre autor Alfonso Noriega cita a su vez en su obra "Lecciones de 

amparo"37. una tesis de la Corte acerca del perjuicio. partiendo del derecho 

subjetivo protegido. el cual se relaciona con la ley o acto de autoridad que se 

reclama en el amparo. concluyendo la jurisprudencia de que es sinónimo de 

ofensa. afectación indebido. daño que causo uno ley o acto de autoridad. 

hocen los derechos subjetivos protegidos de uno persono. 

De lo expuesto en líneas anteriores. podemos entender de lo siguiente 

manero 01 perjuicio. paro los efectos del amparo: 

Es lo ofensa o lesión en los derechos de lo persono. los cuales son reconocidos 

y tutelados por lo Constitución. ocasionado por un acto u omisión de autoridad. 

ya seo ésto de naturaleza legislativo. administrativo o judicial. 

37 NORIEGA, Alfonso. "Lecciones de gmParo", pógina 505. 
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1.4.3 Diferencias entre perjuicio en materia clvn y en malerla de amparo. 

Después de un análisis de los dos tipos de pe~uicio. es oportuno indicar 

algunas diferencias entre ambos, para tal efecto podemos apuntar que en 

materia civil. es una connotación meramente patrimonial mientras que en 

amparo es jurídica ya que lo constituye no la perdida de una ganando. sino 

aquélla afectación o merma en las garantías individuales de los gobernados, 

debido a el acto que despliega la autoridad, mismo que es reciamable en 

amparo, y que un juez federal ardene la cesación de los efectos de dichos actos 

o en su caso obligue el actuar de la misma en provecho del peticionario de 

garantías. 

Existen similitudes y diferencias muy peculiares entre ambas, de las cuales 

podemos apuntar que en maferia civil. es un lucro que se deja de percibir, 

mientras que en el amparo, es una ofensa o agravio a los derechos del 

gobernado; en ambas su origen es debido a uno conducta u omisión, en maferia 

civil por un tercero generalmente, en amparo la despliega una autoridad; en 

tercer lugar, ésta conducta incide en los derechos de la persona, civilmente 

derechos meramente patrimoniales, mientras que en materia de amparo estos 

derechos son las garantías individuales establecidas y protegidas por la misma 

Constitución. 
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1.5 El agravio per10nal y directo. 

Para abordar el presente comenzaremos elaborando un concepto de lo que 

es el agravio a partir de conceptos doctrinales, en primer lugar apuntaremos que 

el autor Octavio A. Hernández manifiesta que el agravio es: 

"el menoscabo que como consecuencia de una ley O acto de autoridad, 

sufre una persona en alguno de los derechos que la Constitución le otorga"38. 

Nos dice el autor que el agravio es el "menoscabo", éste es motivado por un 

acto de una autoridad ya sea legislativo, judicial o administrativo. asimismo lo va 

a resentir la persona en los derechos que la Constitución le oforga y tutela. Como 

podemos apreciar esfe concepto es muy parecido al de pe~uicio en materia de 

amparo, esto es porque son considerados como sinónimos, con la salvedad que 

el agravio se divide en personal y directo como se verá en breve. 

Por su parte el autor Arturo Serrano Robles precisa que por agravio debe 

entenderse todo menoscabo, toda ofensa a la persona física o moral. 

menoscabo que puede o no ser patrimonial, siempre que sea material. 

apreciable Objetivamente"'. De igual manera que el concepto anterior, nos dice 

que es un menoscabo, apuntando también que es una ofensa a la persona ya 

sea fisica o moral. ésta ofensa debe entenderse como una afectación en su 

38 A. HERNÁNOEZ. Octavio. "Curso de amparo", página 68. 
"SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACiÓN, obra citado, p6gina 32. 



48 

esfera jUridica, estableciendo también que "puede o no ser patrimonial", al ser 

patrimonial, consideramos que sólo importará cuando sea a consecuencia de la 

violación de garantías por parte de alguna autoridad. 

Ahora bien, después comentar tales conceptos, estableceremos una 

pequeña conclusión manifestando que tanto el agravio y perjuicio jurídicos. son 

sinónimos; por lo tanto nos quedamos con el concepto de pe~uicio en mafena de 

amparo, que quedó asentado anteriormente: 

Es la ofensa o lesión en los derechos de la per.iona, los cuales son reconocidos 

y tutelados por la Constitución, ocasionado por un acto v omisión de autoridad. 

ya sea ésta de naturaleza legislativa, administrativa o judicial. 

Ahora bien podemos advertir que existen dos tipos de agravio el per.ional y 

directo. el primero debe recaer precisamente en una persona determinada, física 

o moral. que sea titular de los derechos o posesiones conculcados por el ocio de 

autoridad"', como lo manifiesta el autor Manuel Bernardo Espinazo Barragán, esto 

es, el agravio debe recaer en algún gObernado en su per.iona, anotando que 

aquel que no recaiga en persona con derechos reconocidos no será motivo de 

procedencia para el juicio de amparo. El segundo tipo de agravio el direclo 

debe ser directo. es decir. de realización presente, pasada o inminentemente 

futura"", corno lo asienta el Doclor Ignacio Burgoa Orihuela, entendiendo que 

este agravio debe ser de realización en forma presente, pasada o 

.ca ESPINOZA BARRAGÁN, Manuel Bernardo. "Juido de amparo", p6gino 299 . 
.. 1 BURGOA ORIHUELA. Ignacio. "El juicio de gmparo". p6gina 272. 
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inminentemente futura. o sea que exista. existió o esté próximo a producirse, 

afendiéndose o circunstancias temporales. 

Paro finalizar el desarrollo. tomando en consideración el concepto de 

agravio, además conjuntando los elementos dados en líneas anteriores 

apuntamos que agravio personal y directo: 

Es lo ofensa o lesión en los derechos de lo persono. los cuales son reconocidos 

y tutelados por lo Constitución. ocasionado por un acto u omisión de autoridad. 

yo seo ésto de naturaleza legislativo. administrativo o judicial. los cuales recaen 

directamente en persono determinado. bien ya seo. físico o jurídico colectivo de 

derecho público o de derecho privado y que se verifico en formo presente. 

pasada o inminentemente futura. 

1.6 Algunas figuras procesales en el Juicio de amparo. 

En este aportado se trotara o algunas figuras procesales consislentes en lo 

calidad de quienes intervienen como parte. en los formas y figuras reconocidos 

paro lo intervención de las portes en el juicio de amparo. que aunque no se 

abordan todos. se encuenlran los más conocidas. 
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1.6.1 La capacidad Jurídica en el Juicio de garantías. 

Primeramente el Diccionario Jurídico Mexicano. define o lo capacidad como: 

"Aptitud legal de una persona para ser sujeto de derecho:; y obligaciones, o 

como la facultad o posibilidad de que esta pe"ona puedo ejercitar sus derechos 

y cumplir sus obligaciones por sí misma"42. 

Del concepto citado se aprecio que lo capacidad es uno aptitud de tipo 

legal de uno per.iona. faltando distinguirta en pe"ona físico o moral. o en su coso. 

el que lo mismo por sí mismo ejercite acciones de derecho ademós de que omite 

mencionar lo posibilidad poro cumplir los obligaciones que contraen estos 

personas. 

El autor Jorge Alfredo Dominguez Martinez lo define como: 

"lo aptitud del sujeto paro ser titular de derechos y obligaciones ... "43 

.. INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS. "Diccjonorio Jurfdic:o MelSi=o". p6gino 397. voz 
Somuet Antonio Gónzotez Cruz. 
<l3 DOMiNGUEZ MARTINEl. Jorge Alfredo. "la jncaogcidad de ejercjcio en el c6digo civil para el 
Djstdto federo! Q pqdjrde julio de 1992", página 14. 
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Del concepto transcrito. pOdemos decir que se trata de una persona para ser 

detentador de derechos que le concede la ley. además de poder adquirir 

obligaciones y cumplirlas. Podemos agregar lo siguiente. los derechos de la 

persona los adquiere por disposicián de la ley. o en su caso. por enajenación de 

estos. 

Después de el análisis hecho a los conceptos de capacidad que da la 

doctrina, se procederá a dar uno propio. el cual es a saber: 

La capacidad es la aptitud o idoneidad de una persona física o juridica 

colectiva de derecho público o de derecho privado para ser titular de derechos, 

ejercitar las acciones así como la facultad de contraer y cumplir obligaciones por 

sí mismo. 

1.6.2 Incapacidad juñdlca. 

Contrario a lo anotado como capacidad existe una figura juridica opuesta a 

la mismo conocida como incapacidad, que comúnmente se le conoce como' 

incapacidad procesal. incapacidad legal o incapaCidad de ejercicio. aunque 

existen otras más. estimamos que es la verdadera incapacidad. Hecho lo 

anterior el Diccionario Juñdico Mexicano respecto a la incapacidad considera lo 

siguiente: 
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" ... consiste en lo ineptitud del sujeto de poder actuar por sí mismo en el 

ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus obligaciones"", 

Del concepto citado resulto censurable lo patabra "ineptitud", mismo que 

sueno ofensivo y degradatoria paro lo dignidad de los per.;onas, en cambio, se 

considera factible cambiarto por e! vocablo "ineptitud". el cual denota la faifa o 

carencia de aptitud que es el sentido de lo acepción encomento. El concepto 

merece la observación relativa al "ejercicio de sus derechos", pues sabemos que 

los derechos se ejercen y los acciones se ejercitan. Por otro lodo, éste no puede 

actuar per.;onalmente. en el "ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de 

sus obligaciones". 

Por su porte el Doctor Ignacio Galindo Garfios, nos dice que lo incapacidad 

es: 

"Lo carencia de aptitud paro que lo per.;ona, que tiene capacidad de goce. 

pueda hacer valer sus derechos po~ sí misma ll45
• 

Del concepto transcrito, podemos apuntar que ésto incapacidad afecta o 

aquellos per.;onas con capacidad de goce, los cuales por ubicar.;e dentro de los 

supuestos que establece lo ley, no pueden acudir por sí mismos o ejercer sus 

"INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDiCAS, "DjccjQnoriQ.hnjdjcg Mexjcgoo", p6gína 1600. vOZ Soro 
Montero Duhalt. 
45 GAlINDO GARFIAS, Ignacio, obra citado. p6gina 407. 
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derechos, estos, tienen que acudir a la figura de la representación, para que otra 

persona con capacidad ejercite las acciones por él. 

Para finalizar podemos establecer que, la incapacidad juridica la tiene toda 

aquella persona. que no puede tener una razón plena o un juicio sano para 

poder conducir por sí su conducta; en otro de los casos, existen supuestos 

previstos por la ley, en los cuales las personas por alguna calidad que tengan con 

relación al asunto, estón imposibilitados a ejercer determinados derechos o 

adquirir obligaciones, como sucede con los extranjeros o tutores. A continuación, 

enunciaremos un concepto propio de la incapacidad juridica: 

La incapacidad jurídica es la falta o restricción de la capacidad de ejercicio 

de una persona. por alguna de las causas establecidas en la ley. 

1.6.3 la legHlmaclón. 

En primer lugar, el fedatario público Bernardo Pérez Femóndez Castillo, 

apunta lo siguiente con respecto a la legitimación: 

" ... la doctrina considera la legitimación como la idoneidad de la persona 

para realizar un acto jurídico eficaz, inferida de la posición que se ti"ne frente al 
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acto; o sea, en la realización de un acto jurídico, la realización que existe entre 

los sujetos o uno de los sujetos con el Objeto""'. 

Consideramos al respecto que la aptitud que tiene una persona para realizar 

cualquier acto jurídico con respecto de la posición que guardo trente al acto 

mismo, ésta relación se da entre sujetos, o entre el sujeto y el objeto, se le conoce 

como legitimación. 

Para el autor Ramón Sánchez Medal, la legitimación consiste en: 

"Las condiciones especiales que la ley exige para adquirir y tener 

determinados derechos, o bien para ejercitar éstos"47. 

Del concepto transcrito se desprende que se deben cumplir determinados 

requisitos que la ley exige a una persona, para que sea titular de derechos, o en 

su caso ejercitar las acciones, o dicho de otro modo. para que una persona 

tenga legitimación necesita tener una relación especial, para ser titular de 

derechos y poder hacerlos valer. 

"'PERfZ fERNÁNOfl DEL CASTILLO, Bernardo, "Representación poder y mandato", p6gino 4. 
47 SÁNCHEZ MEDAl. Ramón. "De 1m contratos dyiffU", página 46. 
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Ahora bien. podemos agregar que la doctrtna considera a la legitimación 

"como lo relación que guarda una per50na respecto del acto jurídico", en ese 

sentido. ésta relación implica un derecho subjetivo. por ende un interés juñdico. 

Hecho lo antertor. podemos entender por legitimación en materta de amparo es: 

La facultad reconocida por la ley de amparo en una determinada persona. 

para adoptar cierta conducta en el juicio de garantías. por tener relación con el 

acto de autortdad que se reclama. ya sea porque le cause un agravio. lo 

ordene. lo aplique. o bien. tenga interés en su subsistencia. 

Como comentartos finales. es necesarto anotar que en la doctrtna ha dividido 

a la legitimación en activa y pasiva, la primera se trata de una circunstancia, 

ademós que ésta legitimación dertva del acto reclamado de la autortdad. que le 

causa a la persona un agravio o pe~uicio directo. por otro lado la legitimación 

pasiva en el juicio de amparo le asiste a la autortdad responsable. quien tendrá 

que comparecer a juicio respondiendo por los actos que se le reclaman. 

Por último manifestamos que. juñdicamente no es posible considerar al 

quejoso como actor. yola autoridad responsable como demandada. ya que no 

se establece una contra-pretensión en el juicio de garantías. 
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1.6.4 RepresentacIón en el JuIcIo de amparo. 

Ahora toca abordar lo referente a la figuro de la representación en el juicio 

de amparo, par la cual entendemos la figura jurídica par medio del cual, una 

persona física actúa en nombre o por cuenta de otra persona ya sea física o 

maral. en el juicio de garantías, autorizada en términos del artículo 27 o solo para 

recibir notificaciones en su nombre: ahora bien. el presente se ha dividido para su 

estudio en representación de personas físicas y la de personas morales que se 

hará por separado. 

1.6.4.1 Representación de personas físlc:as. 

Antes de comenzar el presente hay que recordar que la representación sólo 

opera respecto de personas físicas o morales privadas, lo cual obedece a la 

necesidad de hacerse sustituir en el procesa por un apoderado por diversos 

motivos, quien postulará válidamente las conductas procesales. 

1.6.4.1.1 RepresentacIón voluntaria. 

En el mismo se trotara de explicar la representación de las personas ffsicas, 

recurriendo en ocasiones a preceptos relacionados y criterios jurisprudencia les, sin 
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perder de vista que, aquellos representantes en el juicio deben acreditar su 

respectiva personalidad para el efecto de que se les reconozca una 

personalidad en el juicio de garantías. 

El articulo cuarto de la Ley de Amparo previene que el juicio de garantias 

únicamente puede pro moverse por la parte a quien pe~udique el acto de 

autoridad, pudiéndolo hacer por si, por su representante, algún pariente o 

persona extraña que la propia ley de amparo le permita, y se seguiró por el 

agraviado, representante legal o defensor. Esto es, que el amparo se pedirá por 

el quejoso por su propio derechos, o por un tercero con capacidad de goce y 

ejercicio, representando sus intereses. 

El articulo 12 de la Ley de Amparo preceptúa facilidades para el 

otorgamiento de esta representación en beneficio del quejoso o tercero 

pe~udicado, pudiendo acreditar un representante con facultades bastantes para 

intervenir en el juicio de amparo, mediante un simple escrito ratificado ante el 

Juez de Distrito o de la autoridad que conozca del juicio sin necesidad de 

satisfacer mós formalidades exigidos par leyes que rigen la materia de que 

emana el acto reclamado. 

La representación en el juicio de amparo de las personas fisicas a cargo de 

apoderado, existe una excepción para que las últimas acrediten su personalidad 

ante el Juez de Amparo, y es la establecida en el artículo 13 de la Ley de 

Amparo, la cual da la posibilidad de acreditar la personalidad en el juicio de 

amparo con el reconocimiento de la misma ante la autoridad responsable, 

comprobando tal circunstancia con las constancias respectivas, como sucede en 

materia laboral. Para robustecer lo anterior, se cita la tesis 1301. vista a la página 
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2104 del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda 

Parte, Salas y Tesis Comunes: 

PERSONALIDAD EN EL AMPARO DE QUIENES LA TIENEN ANTE LA 

AUTORIDAD RESPONSABLE. El artículo 13 de la Ley de Amparo, que establece 

cuando los Ln.teresados tenga..T1 reconocida su personalidad ante la autoridad 

responsable, será admitida en el juicio de garantias para todos los efectos legales, 

debe entenderse en el sentido de que el quejoso debe nevar ante el juez de Distrito 

algún comprobante de que su personalidad ha sido reconocida por la autoridad 

señalada como responsable, sin que tenga eficacia la simple afirmación de esa 

circunstancia. 

1.6.4.1.2 Representante común. 

Este tipo de representante se encuentra previsto en el articulo 20 de la ley de 

Amparo, para en el caso de que promuevan la demanda de garantías par dos o 

más personas. entre ellas deberán designar un representante, en caso de omisión, 

se les prevendrá para que lo designen dentro del término de tres días, y de no 

hacerlo, el juez hará la designación. Consideramos que este precepto es muy útil 

ya que resulta muy económico en tiempo y no se afecta la tramitación del 

proceso de amparo. 
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1.6.4.1.3 Representación legal. 

Volviendo al tema de la capacidad. la incapacidad jurídica no representa un 

obstáculo para la interposicián del amparo, pues en el mismo artículo 4 de la Ley 

de Amparo se previene que puede hacerlo por medio de su representante, 

acudiendo a lo que se conoce en materia civil como "representación legal", la 

cual se presenta cuando una persona por ser incapaz o encontrarse ausente es 

representada por otra de entre las señaladas en las disposiciones legales", como 

la que se presenta en el coso de los menores que tienen restringida su 

capacidad. 

1.6.4.1.3.1 Menores Incapaces. 

Por lo que hace a los menores incapaces, las propias leyes civiles determinan 

que quien debe pedir el amparo será quien ejerza sobre él la patria potestad, de 

conformidad con los artículos 23, 425 Y 427 del Código Civil Federal. agregando 

que el artIculo 45 del Código Federal de Procedimientos Civiles prescribe que 

aquellos que no se hallen en pleno ejercicio de sus derechos civiles 

comparecerán en juicio sus representantes legItimas o los que deban suplir su 

incapacidad conforme a derecho. Coma regla general se puede decir que un 

menor sólo puede pedir amparo por medio de su representante legal, esto tiene 

su respectiva excepción prevista en el artículo 6 de la Ley de Amparo que 

establece la posibilidad de que el menor de catorce años acuda por sí a 

promover el amparo, cuando su representante legal se halle ausente o impedido, 

48 PEREZ FERNÁNDEZ DEl CASTILLO. Bernardo. obre citada. pógina 11. 
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el juez le nombrará un "representante especial", ahora bien en el caso de que el 

menor tenga la edad de catorce años el menor podrá designar representante en 

su escrito de demanda. 

1.6.4.1.3.2 Representación del pupilo. 

Ahora bien, por lo que respecta a las demás personas incapaces citadas en 

el articulo 450 del Código Civil Federal, mismos que no pueden gobemarse y 

obligarse por sí mismos, o extemar su voluntad por algún medio, tendrán que 

pedir amparo por medio de su tutor facultado por un juez en materia familiar. 

1.6.4.1.3.3 Representación del ausente. 

En el caso de los ausentes el Código Civil Federal en su artículo 720 prescribe 

que el representante y los poseedores provisionales y definitivos, en sus respectivos 

casos, tienen la legítima procuración del ausente en juicio y fuera de él; dando la 

posibilidad de que el ausente sea representado por cualesquiera personas 

enunciadas en el juicio de amparo. 
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1.6.4.1.3.4 Representación de las sucesiones. 

Dentro del propio articulo cuarto. se cita o "persono extraño en los cosos que 

esto ley lo permito expresamente". permitiendo osi lo representación de los 

sucesiones, así la persona que promoverá el amparo seró el albacea y no así los 

herederos o legatarios. de conformidad con lo siguiente tesis jurisprudencial 128. 

visto o foja 205, del Apéndice 01 Semanario Judicial de lo Federación, 1917-1988, 

Segundo Porte, Solos y Tesis Comunes: 

ALBACEAS, FACULTADES DE LOS. El albacea puede deducir todas las 

acciones que pertenecieron al autor de la herencia, y tiene la facultad de defender 

en juicio y fuera de él, así la herencia como la validez del testamento, y conforme a 

derecho estos actos son obligatorios para él. Ninguna disposición autoriza a los 

herederos a hacer gestión alguna judicial o extrajudicial, en defensa de los bienes 

de la herencia, es pues, bien claro, la defensa de la herencia corresponde al albacea, 

por lo cual es evidente que el ejercicio de los recursos correspondientes incluso el 

de garantías, es atribución propia del albacea. 

Apunfondo sobre éste respecto podemos agregar que lo naturaleza juridico 

del cargo de albacea lo de un representante por disposición de lo ley, del o los 

herederos y del o los legatarios", agregando que esto representación se 

actualiza sólo en lo sucesión . 

.. GUTlERREZ y CON/ALEZ. Emes1o, "Derecho sucesorjo". p6gino 328. 
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1.6.4.1.3.5 SubsIstencIa del mandato a la muerte del mandante. 

Podemos asentar que el contrato de mandato no se ve afectado al ocurrir el 

fallecimiento del mandante. ya que el artículo 15 de la Ley de Amparo prevé esta 

hipólesis ordenando que el representante de uno u otro continuará el 

desAmpeño de su cometido, a simple vista podemos observar que existe una 

antinomia enlre disposilivo y el propio Código Civil Federal en su artículo 2595 

fracción 111. en el sentido de que el mandato se extingue con la muerte del 

mandante. asimismo hay que recordar que la representación opera respecto de 

las pe"onas y que a la muerte de estos dejan de ser pe"onas. de igual manera 

dejan de tener los atribulas que poseen con tal calidad. como lo es la capacidad 

y pasan a ser cosas; pora salvar tal situación y tomar las providencias necesarias 

para evitar los pe~uicios que conllevaría una terminación de los efectos jurídicos 

de un mandato. en tanto interviene la sucesión. la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación aprobó la siguiente tesis jurisprudencial vista en la página 545 del 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1985. Cuarta Parte: 

MANDATO, SUBSISTENCIA DEL, DESPUÉS DE LA MUERTE DEL 

MANDANTE. El mandatario judicial debe continuar en el ejercicio del mandato, 

después del fallecimiento del mandante en todos aquellos negocios en que haya 

asumido la representación de éste, entretanto los herederos no provean por sí 

mismos esos negocios, siempre que de lo contrario pudiera resultarles algún 

perjuicio, de acuerdo con lo que dispone el articulo 2600 del Código Ovil del 

Distrito Federal. 
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1.6.4.1 .3.6 Representación de la sucesión en materia agraria. 

En materia agraria el artículo 216 de la Ley de Amparo ordena que tendró 

derecho a continuar el trómite del amparo quien tenga derecho a heredar al 

quejoso conforme a las leyes agrarias, de acuerdo esto, el artículo 17 de la Ley 

Agraria prescribe que el ejidatario tiene la facultad de designar persona que le 

suceda en sus derechos que le asisten en su calidad, pudiendo formar una lista 

de sucesores. 

1.6.4.1.4 Representación en términos del artículo 27 de la Ley de Amparo. 

El artículo 27 de la Ley de Amparo establece que el agraviado o tercero 

pe~udicado puede facultar a cualquier persona con capacidad legal paro que 

realice las conductas procesales que se citan en el mismo; a esta, se le exige 

acredite tener autorización para ejercer la profesión de abogado en las materias 

civil, mercantil o administrativa. a lo cual nos permitimos asentar que en el caso 

de materias laboral o penal no se exige tal autorización para ser nombrado 

representante en términos de dicho precepto. 
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1.6.4.2 Representación de personas morales (Jurídicas colectivas de derecho 

públlco y derecho privado). 

Se considera en la legislación mexicana que están dotadas de personalidad 

jurídica, aquellas entidades o corporaciones a quienes la ley expresamente 

otorga. El artículo 25 del Código Civil Federal establece y reconoce quienes son 

las personas morales; por lo que hace a ejidos. comunidades agrarias, partidos 

políticos, y otras entes existen leyes especiales que les otorgan personalidad 

jurídica. Asimismo para el desarrollo de esta representación se dividió para su 

estudio en representación de las personas morales privadas y de morales oficiales. 

1.6.4.2. I Representación de personas morales privadas. 

las personas morales carecen de sustantividad psicofisica, por lo tanto éstas 

necesitan ser representadas por personas físicas con plena capacidad de 

ejercicio y de goce. Estas personas morales manifiestan su voluntad por medio de 

sus órganos de representación, esto se conoce como representación orgánica, 

esto en atención a que el artículo 27 del Código Civil Federal establece que las 

personas morales obran y se obligan por medio de los órganos que los 

representan, sea por disposiciones de la ley o por las relativas a sus escrituras 

constitutivas y estatutos. 

Para el caso en que dichas personas por razón de su Objeto social se 

encuentren declaradas en quiebra, quien las representará en el juicio de 



65 

garantias es el denominado Sindico de quiebra. el cual representará a la persona 

moral. tal y como lo dispone el articulo 48 fracción segunda de la Ley de Quiebras 

y Suspensión de Pagos. 

1.6.4.2.2 Representación de personas morales oficiales. 

Las personas morales de derecho público. tienen la posibilidad de intervenir 

en su calidad de peticionarias de la acción de amparo o como autoridades 

responsables. En la primera actuando como personas privadas. promoviendo 

amparo en defensa de sus intereses patrimoniales. por lo que hace a las segunda. 

son llamadas al juicio de garantías en virtud de que son citadas como 

responsables ordenadoras o ejecutoras de un acto de autoridad. violatorio de 

garantias. siendo lo equivalente a la contraparte del actor en un juicio ordinario. 

Ahora bien el articulo 9 de la Ley de Amparo ordena: 

Articulo 9.- Las personas morales oficiales podrán ocurrir en demanda de 

amparo, por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes, 

cuando el acto o la ley que se reclamen afecten los intereses pa trimoniales de 

aquéllas. 
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Asimismo en cuanto a la intervención de las personas jurídicas colectivas de 

derecho público como autoridad responsable. el artículo 19 de la Ley de Amparo 

en su párrafo primero. establece en cuanto a su representación: 

Artfculo 19.- .Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el 

jlJ.icio de !unparo, pero sí podrán por medio de simple oficio.. acreditar delegados 

que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, 

aleguen y hagan promociones. 

De los dos artículos transcritos. podemos establecer a manera de conclusión 

que la Ley de Amparo sólo se refiere a que las personas morales oficiales no 

pueden recumr a la representación voluntaria en términos de la Ley Civil 

otorgando un poder. sino que por el contrario, se les permite una representación 

parcial a base de delegados50, que son funcionarios o representantes que 

designan las leyes. 

Por último. por lo que respecta a los núcleos de pOblaCión estos tienen 

reconocida personalidad juridica en términos del artículo 9 de la Ley Agraria. 

pueden ser representados en el juicio de amparo por medio de comisarios 

ejidales o de bienes comunales. miembros del comisaria do o del Consejo de 

Vigilancia o cualquier otro que ostente la calidad de ejidatario o comunero 

perteneciente a dicho núcleo de población y otras en términos de la Ley Agraria' 

de conformidad con lo establecido en el artículo 213 de la Ley de Amparo. 

50 ARElLANO GARCIA. Corlos, "El juicjo de ampgro", póglna 518. 
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1.7 la. causa. de Improcedencia del Juicio de garantía •. 

Podemos iniciar el desarrollo del presente citando el concepto de 

improcedencia del distinguido autor Alfonso Noriega. para después estudiar las 

diferentes clases de improcedencia que se reconocen en la doctrina: 

la improcedencia es una institución procesal en virtud de la cual la autoridad 

de control. en una fase preliminar del juicio de amparo, formalmente separada 

del conocimiento sobre el mérito de la acción intentada, debe indagar si están 

constituidos los presupuestos procesales que crean la relación procesal y hacen 

nacer su deber de proveer Y, si no lo están, de una manera manifiesta y 

ostensible, debe desechar de plano la demanda por inadmisible, absteniéndose 

de conocer de ello y concretándose a emitir una providencia en la cual declara 

cuóles son las razones en cuya virtud considera que no puede entrar al 

conocimiento de la causa, por faltar los presupuestos del conocimiento del 

méritoS!. 

Cabe apuntar una observación al concepto que se enuncia, ya que la 

improcedencia se da tanto previa como durante al proceso de la instancia y no 

sólo "en una fase preliminar del juicio de amparo", siendo que si se advierte antes 

de que se instaure el proceso, se desechará la demanda de amparo por motivos 

manifiestos e indudables de improcedencia, y por el contrario, si se actualiza en 

alguna etapa del procedimiento o en la audiencia constitucional deberá 

decretarse el sobreseimiento del asunto sin entrar al fondo del mismo. 

51 NORJEGA. Alfonso. obro citada. p6gina 484. 
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Hecho lo anterior manifestamos que existen causas de improcedencia 

constitucionales, legales y ¡urisprudenciales. 

1.7.1 Improcedencias conslHuclonales. 

las situaciones abstractas consignadas en la Carta Fundamental son las 

siguientes: 

1. Contra resoluciones y declaraciones del procedimiento de desafuero por 

ambas Cámaras del Congreso de la Unión, de conformidad con el artículo 110 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de manera expresa 

en el último párrafo del referido artículo se establece la causa de 

improcedencia .. la cual se transcribe a continuación: 

Articulo 110.-

... Las declaraciones y resoludones de las Cámaras de Diputados y Senadores 

son inatacables. 

Todo esto relacionado con el artículo 73 fracción VIII de la ley de Amparo 

que a la letra dice: 
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Articulo 73.- El juicio de amparo es improcedente: 

... VIII. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las 

Cámaras que o constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas 

Comisiones o Diputaciones Permanentes, en elección, suspensión o remoción de 

funcionarios, en los casos en que las Constituciones correspondientes les confieran 

la facultad de resolver soberana o discrecionalmente; ... 

11. Contro resoluciones de organismos electorales. consignada en el artículo 60 

de la Carta Fundamental, relacionado con el artículo 73 fracción VII de la Ley de 

Amparo que se cita a continuación: 

Articulo 60.-

... los fallos de la Sala serán definitivos e inatacables. La ley establecerá los 

presupuestos, requisitos de procedencia y el trámite para este medio de 

impugnación. 

Por su parte la Ley de Amparo ordena: 

Articulo 73.- El juicio de amparo es improcedente: 

. . . VII. Contra las resoluciones y declaraciones de los organismos y 

autoridades en materia electoral; ... 
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111. Contra la expulsión de extranjeros en términos del artículo 33 de la Carta 

Magna que consigna en la segunda parte de su primer párrafo lo siguiente: 

ArtIculo 33.- ... , el Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad exclusiva de hacer 

abandonar el territorio nacional, inmediatamente y sin necesidad de juicio previo, 

a todo extranjero cuya permanencia juzgue i..nconverdente . .. 

IV. Podemos citar la inatacabilidad parCial de las decisiones del Consejo de la 

Judicatura Federal establecida en el párrafo noveno del artículo 100 de la 

Constitución General de la República: 

Art.lOO.- ... 

Las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables y, por lo tanto, no 

procede juicio ni recurso alguno, en contra de las mismas, salvo las que se refieran 

a la designación, adscripción, ratificación y remoción de magistrados y jueces, las 

cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para 

verificar que hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la ley 

orgánica respectiva. 

Anteriormente la propia Constitución consignaba otras causas de 

improcedencia como: la autorización expedida por el Estado a favor de los 

particulares para impartir educación que consagra la fracción 11 del artículo 3 

constitucional y para las resoluciones donde se otorguen dotaciones o 

restituciones de ejidos yaguas a favor de los pueblos que afecten la propiedad 
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de terceros, que estoblecía el artículo 27 constitucional en su fracción XVI pórrafo 

primero. 

1.7.2 Improcedencias legales. 

Este tipo de improcedencia y sus causas, que constituyen un impedimento 

para el juzgador de amparo para que estudie y decido sobre lo 

constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos que se le reclaman o lo 

autoridad responsable, se encuentran previstos en la Ley de Amparo en su 

artículo 73. A continuación, se abordará un análisis de las fracciones que 

consideramos que tienen ínfimo relación con el trabajo de tesis. sin realizar. lo 

propio con otras causas legales de improcedencia ya que hacerlo implicaria 

extenderse innecesariamente: 

Articulo 73.- El juicio de amparo es improcedente: 

V. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso; 

Adelantóndonos un poco en el desarrollo manifestamos que esta fracción se. 

refiere a la ausencia de agravio. que se da como causa de improcedencia. hay 

que recordar que se identificó en líneas anteriares al pe~uicio y al interés jurídico, 

ya que si esta facultad, potestad o poder de exigencia reconocido en una 

norma jurídica, derivado de un pe~uicio en sus derechos causados por un acto o 

actos de autoridad legislativa, judicial o administrativa, legitimando a su titular 
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para intervenir como parte en el juicio de amparo no se actualiza. se cuenta con 

un interés simple o indirecto. dejando al particular sin posibilidad de obtener una 

concesión del amparo. 

VI. Contra las leyes, tratados y reglamentos que. por su sola vigencia, no 

causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite un acto posterior de aplicación 

para que se origine tal perjuicio; 

Al respecto de ésta fracción se trafa de las leyes heteroaplicativas que deben 

ser impugnadas cuando sean aplicadas y no al entrar en vigor. pues por si no 

causan pe~uicio alguno al gobernado. Podemos notar que se equipara la 

naturaleza y efectos de los tratados y reglamentos con los de la ley. 

XI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad 

que entraiíen ese consentimiento; 

XII., Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales, aquellos 

contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que. 

sei\alan los articulas 21, 22 Y 218. 

No se entenderá tácitamente consentida una ley, a pesar de que siendo 

impugnable desde el momento de la iniciación de su vigencia, en los términos de 

la fracción VI de este articulo, no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que 
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tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en 

relación con el quejoso ... 

El consentimiento implica la pérdida o preclusión de la acción de amparo: en 

éstas dos fracciones hay que recordar que el consentimiento se declara en 

forma, por palabras veibales o escritas, o por signos inequívocos que manifiestan 

sin duda la voluntad del individuo, conforme al articulo 1803 del Código Civil 

Federal. Es necesario que ese consentimiento sea expreso y categórico, sin 

basarse a meras especulaciones sin ofrecer prueba fehaciente del mismo. Existe 

una excepción para el caso específico en que se impugne una ley, que se 

analizará con más detalle en los siguientes capítulos. 

XVIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna 

disposición de la ley. 

Antes de comenzar con el comentario a ésta fracción n05 permitimos citar la 

tesis de jurisprudencia vista a fojas .171 del tomo 26 tercera parte, del Semanario 

Judicial de la Federación, Séptima Época, Instancia: Segunda Sala, que se 

transcribe a continuación: 

IMPROCEDENOA, CAUSAL DE, PREVISTA EN LA FRACOON XVIII DEL 

ARTICULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. La fracción XVIll del articulo 73 de la 

Ley de Amparo que instituye la improcedencia del juicio de amparo en los demás 
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casos en que la misma resulte de alguna disposición de la ley, no establece una 

causa concreta de improcedencia, sino que señala, en forma genérica, la que opera 

cuando resulte de la aplicación de uno o varios preceptos legales distintos del 

propio artículo 73; en esas condiciones, para la aplicación de la citada fracción, 

debe relacionársele con otro precepto legal que determine la improcedencia del 

juicio en un caso concreto. 

Esto fracción deja la posibilidad de que leyes inferiores a la Constitución o la 

Ley de Amparo, establezcan causas de improcedencia, lo cual es criticable, ya 

que estimamos que ningún ordenamiento distinto a ella, puede negarle al 

gobernado el derecho de pedir el amparo y protección de la Justicia Federal, lo 

cual estimamos inconstitucional. 

1.7 ,3 Improcedencias jurlsprudenclales. 

La improcedencia jurisprudenciol, se refiere a criterios jurisprudenciales, que 

desde luego no constituye una ley en sentido formal, mas sin embargo, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación o algún Tribunal Colegiado de Circuito 

en ejercicio exclusivo de su competencia han pronunciado en su jurisprudencia 

otras causas de improcedencia, los cuales sólo se citarón como ejemplos: las 

improcedencias contra actos de particulares, contra órbitros privados, contra 

circulares emitidas por la Secretaría de Hacienda, contra actos declarativos de 

una autoridad respecto a un particular, actos derivados de otros consentidos, 

contra el auto que admite una demanda, contra el ejercicio de la acción penal. 

contra actos futuros, inciertos, remotos o probables, y entre otras. 
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1.8 El Sobreseimiento en el Juicio de amparo. 

la acepción sobreseimienlo cuya etimologia proviene del latin: supel5edere; 

de super, sobre. y sedere, sentarse. Es decir: cesar o desistir. Esto quiere decir. 

que ésta figura implica una cesación de la instancia. Ahora bien. procederemos 

a examinar tres conceptos de tal figura. para apuntar uno propio. en primer 

lugar, el autor Arturo Serrano Robles nos da su concepto de sobreseimiento, el 

cual es el siguiente: 

"El sobreseimiento es un acto procesal que pone fin al juicio; pero le pone fin 

sin resolver la controversia de fondo sin determinar si el acto reclamado es o no 

contrario a la Constitución y, por lo mismo, sin fincar derechos y obligaciones en 

relación con el quejoso y las autoridades responsables"52. 

El referido autor, dice que ésta figura es un acto procesal, que pone fin al 

juicio sin resolver el fondo del asunto, por ende no determina el juzgador si el acto 

reclamado es constitucional o inconstitucional, asimismo, no finca deberes y 

obligaciones a la autoridad responsable. Tal concepto merece una observación, 

en el sentido de que omite establecer el motivo del sobreseimiento. 

En segundo lugar, el ilustre autor Efrain Polo Bemol define al sobreseimiento 

como: 

52 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NAClON, obra citado. voz Arturo Serrano Robles, p6gino 125. 
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"Es la institución jurídica que surge con motivo de la aparición en autos en un 

evento que obliga a la autoridad jurisdiccional a declarar que ha cesado un 

procedimiento por haber perdido su fuerza propulsora, osi como la jurisdicción 

que con ella se había puesto en movimiento"", 

T a! concepto es mós ilustrativo que el anterior. ya que apunta que es 

originado por la aparición en autos de un eve.nto que hace necesaria lo 

declaración de cese del procedimiento por perder la fuerza propulsora del 

mismo y su jurisdicción, Esto nos indica que el juicio de garantías va a llegar a un 

final sin resolve",e de fondo, esto es sin conceder el amparo y protección de la 

justicia federal, 

Por último el catedrático Carlos Arellano Garcia dice que el sobreseimiento es: 

", ' , la institución juridica procesal en la que, el juzgador de amparo, con 

apoyo en los normas jurídicas constitucionales, legales o jurisprudenCia les que lo 

rigen, resuelve abstene",e de analizar la violación de garantías o la violación de 

la distribución competencial entre Federación y Estados, imputada por el quejoso 

a la autoridad responsable, y le da fin al juicio de amparo que se ha 

insfaurado"54, 

53 POLO BERNAl, Efrcin, obre citado. pógina 226. 
~ ARElLANO GARCIA. Carlos, "El juiejo de gmpgro", pógina 627. 
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El autor identifica al sobreseimiento como una institución jurídica de carácter 

procesal, en virtud de que ésta se da dentro del proceso; en lo cual el juez de 

amporo, "resuelve abstenerse de analizar", aquí cabe resaltar que el 

sobreseimiento es una especie de resolución. Enseguida nos ilustra el autor en su 

concepto citando los supuestos del articulo 1 03 constitucional, expresando que 

esos violaciones de garantías o de distribución competencial van o dejar de ser 

analizadas. dando fin 01 juicio de amparo. 

Ahora bien, uno vez manifestado lo anterior. procederemos a apuntar que es 

sobreseimiento: 

El sobreseimiento es lo institución juridica en virtud de lo cual el juez de 

amparo con motivo de la aparición en autos de alguna causa de 

improcedencia constitucional. legal o jurispnudencial. o bien alguno causa 

especifico de lo mismo contemplado en lo Ley de Amparo, pone fin 01 juicio de 

garantías sin resolver sobre la violación de garantías o distribución de 

competencias aducido por el quejoso, sin otorgar la protección de la justicia 

federal y/o la restitución en el goce y disfrute de los prerrogativas violados. 
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1.9 la sentencia de Amparo. 

Ahora toca la tarea de dar un concepto de lo que es una sentencia la cual 

una especie de resolución que se pronuncia en un juicio de amparo, basándonos 

en conceptos doctrinarios de sentencia. Antes de continuar. es necesario señalar 

que existen resoluciones que no resuelven la cuestión litigiosa como son las 

sentencias interlocutorias o el sobreseimiento, que han confundido a la propia ley 

yola jurisprudencia, existiendo también sentencias en materia laboral que se les 

denominan laudos, los cuales deciden un litigio loboral de fondo. 

El profesor Manuel Aurelio Espinoza Barragón define a la sentencia como: 

"Es un ocio procesal, emanado de la oclividad jurisdiccional. que decide la 

cuestión debatido por las partes en el juicio o proceso"55. 

Se aprecio que la sentencia es un ocio procesal en la cual el juez de amparo 

resuelve la cuestión litigiosa, concluyendo así un juicio. 

A continuación, el amparista Ignacio Burgoa Orihuela acerca de la sentencia 

dice lo siguiente: 

ss ESPINOZA BARRAGÁN, Manuel Aurelio. obro citado, página 178. 
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"Son aquellos actos procesales provenientes de la actividad jurisdiccional que 

implican la decisión de una cuestión contenciosa o debativo por tas partes 

dentro del proceso, bien sea incidental o de fondo"5', 

Podemos realizar una observación al concepto, toda vez que una resolución 

implica un acto procesal. no una pluralidad de los mismos. En otro orden, nos 

dice que la misma implica la "decisión de una cuestión contenciosa o debativa", 

esto es, que el juez va a resolver sobre la controversia ante el planteada. Por 

último el autor se refiere a las sentencias incidentales y las que resuelven en 

definitiva, 

Una vez analizados los conceptos que da la doctrina de lo que es una 

sentencia, pOdemos apreciar que todas tienen el denominador común de que la 

misma implica la decisión del fondo o en una cuestión incidental, entróndose de 

incidentes, culminando el proceso, Ahora bien, formularemos el siguiente 

concepto de lo que es la sentencia de amparo: 

Es el acto procesal en la cual el juez de amparo decide sobre la violación de 

garantías o distribución de competencias. otorgando o en su caso negando al 

quejoso el amparo y protección de la justicia federal, concluyendo así con el 

proceso de garantías. 

56 BURGOA ORIHUElA. Ignacio. "El juicjo de qmpgro", p6gina 522. 
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1.10 Concepto de Ley en senlfdo material. 

La ley término que como juicio, expresa relaciones generalizadas entre los 

fenómenos, es conocida como una disposición emanada del Poder Legislativo 

principalmente. Cabe resaltar que quedan comprendidos como normas 

también los tratados internacionales. decretos y reglamentos los cuales cuentan 

con las mismas características, aun cuando no sean emitidas por el propio Poder 

Legislativo sino por alguna autoridad administrativa dotada de potestad 

reglamentaria. Existen diferentes ciasificaciones de la ley, la que interesa para el 

desarrollo del presente es la que la divide en su sentido formal y en sentido 

material, la primera se encarga de su estudio en el proceso de creación de 

normas, por lo que hace a la segunda, seró objeto de estudio a continuación: 

En primer lugar, el autor Femando Arillo Bas, dice que "en sentido material, la 

leyes toda norma de carócfer abstracto y general"", podemos apuntar que su 

concepto aunque breve sitúa a la ley o norma muy aparte de su proceso de 

creación, ademós de que la caracteriza por ser abstracfa y general, se dice 

abstracfa porque la ley enuncia o formula sus presupuestos y consecuencias, ésta 

abstracción se convierte en hipótesis una vez que se verifica lo previsto por la 

norma; es general porque va dirigida a todos, esto es tiene efectos "ergo omnes". 

Solamente se le puede criticar al concepto por omitir las caracfeosticas de 

obligatoriedad e impe"onalidad a la norma. 

57 ARrlLA BAS, Femando. obro citada, pógino 33. 
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En segundo término, el otrora Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Rafael Rojina Villegas nos manifiesta que "se entiende por ley fado 

disposición de orden general, abstracta y obligatoria que dispone no para un 

caso determinado, sino para situaciones generales"58, consideramos que 

caracteriza a la ley en su sentido material como general, absfracta y obligatoria, 

por lo que hace a la última, ésta se considera importante, ya que ésta implica la 

fuerza con que la propia norma se imponga a quienes va dirigida, la cual no se 

agota mientras la disposición se encuentre en vigor. Es pertinente hacer io 

observación que en el mismo concepto se omitió apuntar la caracteristica de 

impersonalidad, la cual consiste en "el hecho de ir dirigida a todos los que se 

ubiquen bajo el supuesto previsto en la ley aplicando las consecuencias previstas, 

sin importar sus cualidades individuales y personales, que constituye un derecho 

subjetivo", tal y como lo expresa el aufor Horacio Aguilar Alvarez de Alba", 

Por último, estando en apfitud de formar un concepto de ley en sentido 

material con los elementos que observan los conceptos enunciados en líneas 

arriba, podemos conceptuar a la ley en sentido material como: 

Toda aquella norma, que contiene las caracterisficas de abstracción, 

impersonalidad, generalidad y obligatoriedad, mismas que la distinguen de los 

demás actos que expidan las demás autoridades, 

58 ROJINA VIllEGAS. Rafael. "Introducción al estudio del derecho", páginas 351 y 352. 
59 AGUILAR AlVAREZ DE ALBA. Horacio, "El ampQro contra leves", página 22. 
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1.10.1 Ley Autoqpljcqtivq 

Ahora toca el tumo de examinar lo referente a la ley autoaplicativa. para 

luego dar un concepto de la misma. El profesor Carlos Arellano Garda nos dice 

que "al iniciarse la vigencia de las normas en ellas contenidas. se produce el 

fenómeno de que hay gobernados que inmediatamente derivan deberes 

jurídicos de tales normas o leyes"óQ. 

Estas disposiciones se distinguen por ser las que de manera inmediata al entrar 

en vigor imponen deberes a los gobernados. produciendo efectos instantóneos 

hacia los mismos ocasionándoles un agravio personal y directo en su esfero 

jurídica. contando con el interés jurídico para acudir a impugnarlas en el juicio de 

amparo. 

Por su parte, el autor Alberto del Castillo del Valle nos proporciona su 

concepto de ley autoaplicativa que se asienta a continuación: 

"La ley autoaplicativa es el acto de autoridad que emana de un órgano 

legislativo con las características de ser obligatoria, general. impersonal y 

abstracta, que impera y obliga al gobernado desde el momento mismo en que 

entra en vigor"61. 

60 AREllANO GARCIA. Corlos. "El juicio de gmparo", pógina 572. 
61 CASTILLO DEL VALLE. Alberto del. "PrimercY('$Q de gmparo", página 133. 
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El citada concepto, nos hace referencia de que la norma en su sentido formal 

y material, ademós de agregar la caracteristica de obligación de cumplirla, 

indicando que se le impone esa carga aun en contra de la voluntad del 

gObernodo, apercibido de la posibilidad de que el Estada utilice su imperio para 

hacerlas cumplir, todo esto desde que la-misma ley entra en vigor. 

En tercer término, el autor Raúl Chóvez Castillo, nos da un extenso concepto 

de ley autoaplicativa, el cual se cita a continuación: 

"Es aquella cuyas consecuencias son inmediatas. es decir, cuando por su sola 

entrada en vigor cause un pe~uicio real o de ejecución para los gobernados sin 

necesidad de actos de autoridad de aplicación posteriores, lo que implica que 

los preceptos de la ley adquieren el carócter de obligatorios cuando el 

gObernado se encuentre en la hipótesis prevista en la norma, sin exigir la propia 

ley que para el particular se encuentre obligado a hacer o dejar de hacer algo, 

sea necesario algún acto ulterior de autoridad"". 

Podemos decir que éste concepto advierte que los efectos y consecuencias 

de la ley van a ser inmediatas, causando por su entrada en vigor un pe~uicio real 

(actual e inminente). o de ejecución para los gobemados, sin requerir actos de 

aplicación por alguna autoridad, la abstracción de la ley se va actualizar en 

hipótesis por su entrada en vigor. 

62 CHAVEZ CASTILLO. Raúl. "Dicciongrio juÓdjco Hqrlg juiejo de gmpqro" página 33. 
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Por último podemos entender por ley autoaplicativa lo siguiente: 

La ley autoaplicativa es el acto de autoridad que emana de un órgano de 

Estado de naturaleza legislativa perteneciente al Poder Legislativo Federal o 

local. o algún otro ente estatal con potestad reglamentaria, con las 

caracteristicas de ser obligatoria, general, impe"onal y abstracta, que importan 

conductas, hechos, abstenciones o deberes jurídicos al gobernado 

inmediatamente al entrar en vigor. 

1.10.2 Ley Heteroapllcattva. 

Después de haber hecho un análisis de la ley autoaplicativa, toca el tumo de 

hacer lo propio con la ley heteroapticativa para realizar posteriormente uno serie 

de distinciones entre ambas. 

En primer término, el autor Arturo González Cosía nos dice que "hay leyes que 

por su sola expedición no causan pe~uicio ni lesionan intereses de particulares, 

sino cuando son propiamente aplicadas, a las cuales se les denominan 

heteroaplicativas"". Al efecto, nos permitimos asentar que es acertada la opinión 

del autor en el sentido de que hay ordenamientos que al ser expedidos no 

causan a los gobernados pe~uicio alguno lesionando su esfera jurídica, sino que 

necesitan ser aplicadas posteriormente al mismo. 

toJ GONZAlEZ caSIO, Arturo, obra citada. página SO. 
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En segundo término el profesor Alberto del Castillo del Valle nos manifiesta 

que "la ley heleroaplicativa es la que requiere de un acto concreto de 

aplicación para dañar o agraviar al gobemado. Por tanto. la ley par sí misma no 

lo afecta. Así sucede con las leyes civiles, las que para causar una lesión 

requieren de un acto concreto de aplicación de la ley"64. Estima que se requiere 

que el ordenamiento sea aplicado para así "dañar o agraviar al gobernado" y por 

ende modificar la situación del gobernado, puntualizando además que la ley por 

sí no lo afecta; y para finalizar apunta el ejemplo de las leyes civiles. 

Para dar por terminado el presente podemos asentar que como 

denominador común cada concepto aquí presentado es el de que la ley 

heteroaplicativa por sí misma, no lesiona las garantías del gobernado en tanto no 

le es aplicada. A continuación daremos un concepto particular de la ley 

heteroaplicativa: 

Ley Heteroaplicaliva es todo aquel ordenamiento que lesiona las garantias 

individuales del quejoso por un acto posterior de aplicación al mismo, acto 

ordenado y/o ejecutado por autoridad ejecutiva, legislativa o judicial. 

604 CASTILLO DEl VALLE. Alberto del.. obra cifada, página 133. 
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1.10.3 Dlferencla entre ley auloapllcallva y heleroapllcatlva. 

En el presente se hará una distinción entre las leyes auto aplicativa y las 

heteroaplicafivas. iniciando con las primeras citadas. 

Las normas autoaplicativas son impugnables a partir de su entrada en vigor sin 

requerir de su aplicación, quien acude a impugnarla tiene interés juridico para 

hacerlo, ya que con la vigencia de la ley, de formo inmediata se derivan para él 

deberes, ha sido lesionada su esfera juridica a ha visto extinguidos sus derechas, 

de acuerdo con la ley de amparo el término para su impugnación es de treinta 

días a partir de su entrada en vigor a a que tuvo conocimiento de la misma 

Las leyes heteraaplicativas na san impugnables en amparo en tanta no se 

verifica el acto de aplicación correspondiente par autoridad facultada para ello, 

en caso de que se acuda a impugnarlas desde su entrada en vigor, el quejoso 

careceña del correspondiente interés jurídico, ya que éstas normas por sí no han 

restringido o extinguido derecho alguno, ni han engendrado deberes jurídicos a 

cargo del quejoso. De tal modo, que hay que esperar a que sea aplicada o 

provocar su aplicación para poder acudir a impugnarlas en el término de quince 

días. 
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1.11 Concepto de Inconsllluclonal. 

Para finalizar el primer capítulo de es le Irabajo de lesis, es conveniente 

apuntar diferentes conceptos de la voz inconstitucional. para luego elaborar uno. 

En primer ténmino cilaremos el que nos da el Diccionario Porrúa de la lengua 

española: 

"No conforme con la Constitución del Estado"". 

Éste concepto es omiso en expresar que es aquello que no va a estar 

conforme a la Constitución, si una conducta o una acto de autoridad; se estima 

que contiene la idea esencial de que lo inconstitucional es lo no conforme con el 

ordenamiento fundamental de un Estado. 

Por su parte los autores Rafael de Pina y Rafael de Pina Vara, nos dan su 

concepto de inconstitucional: 

"Acto o nonma cuyo contenido está en contradicción con la Constitución 

política del Estado"". 

65 "Dicciongrio Po!!Úq de la lengUa españolo", página 396. 
6ó PINA, Rofael de, y PINA VARA. Rafael de .. obra cilada, página 317. 
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Se considero que o diferencia del anterior, este apunto que un acto o norma 

va a estor en contra de lo ordenado por la Constitución. 

Por último citaremos el concepto de Raúl Chavez Castillo el cual se transcribe 

a continuación: 

"Aquella ley o acto que es emitido o ejecutado por la autoridad del Estado 

en contravención con las disposiciones que establece la Constitución, con 

violación o no a las garantías individuales del gobernado"". 

Este concepto es más ilustrativo, en el sentido de que califica los actos de 

autoridad que se reclaman en el juicio de amparo, refiriéndose que la "ley o acto 

que es emitido o ejecutado" por alguna autoridad del Estado desplegada en 

contravención de las disposiciones establecidas en la propia Constitución, 

apuntando además de que estos causan o no violación a las garantías 

individuales del gobernado, esto en razón de que existen actos inconstitucionales 

que a pesar de ostentar tal calidad, sólo causan pe~uicio a determinados 

gobernados a quienes van dirigidos. 

Ahora bien, para finalizar con el presente capítulo apuntaremos el siguiente 

concepto propio de lo que es la palabra inconstitucional: 

61 CHAVEZ CASTILLO. Raúl. "Djccionario juÓdjco Hgdg el juicjo de empgro" p6gino 27. 
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Es un acto que proviene de una autoridad ejecutiva. legislativa o judicial. que 

va a contener un vicio en su contenido que es el de contravenir lo dispuesto por 

la Constitución de un Estado. 



CAPITULO 2 Análisis jurídico acerca del juicio de 
garantías contra una ley. 
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CAPITULO 2 Análisis jurídico gcerca de! juiejo de gqrantías contra una ley. 

En el desarrollo del presente capítulo se realizará un breve análisis de artículos 

que tienen relación con el amparo contra leyes en cuanto a su procedencia y 

regulación, en el mismo se encuentran comprendidos los de mayor relieve para el 

trabajo de tesis, 

2.1 Fundamento. Con.Hluclonale. del JuIcIo de Amparo, 

En el presente se realizará un breve análisis de artículos constitucionales 

elementales para la procedencia del juicio de amparo, citando en algunos casos 

se hará cita de tesis jurisprudenciales para mayar ilustración. 

2.1.1 ProcedencIa del JuIcIo de amparo, artículo 103 de la ConsHluclón Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

En este artículo se encuentra consagrada la procedencia constitucional del 

juicio de garantías, el mismo se encuentra compuesto por tres fracciones mismos 

que establecen tres supuestos de procedencia. 
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ARTICULO 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia 

que se sucite: 

1. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantía individuales; 

tI. Por leyes o actos de autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía 

de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal. 

111. Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que 

invadan la esfera de competencia de la autoridad federal. 

La primera fracción establece la procedencia del amparo contra actos de 

autoridad, quedando comprendidos los de autoridades administrativas, judiciales 

y legislativas, autoridades que a su vez pueden emitir actos de la naturaleza de 

otras, no siendo exclusivas del todo las facultades que la Constitución le confiere 

a cado uno de los Poderes de la Unión. En el mismo artículo se hace la distinción 

de los actos de autoridad de las leyes, esto para que éstas últimas queden 

comprendidas para la procedencia del juicio de amparo y se tenga oportunidad 

de impugnarlas. Tales actos que emitan las autoridades, independientemente de 

su naturaleza recaen o inciden en la esfera jurídica del gobernado, violando, 

vulnerando. restringiendo o bien contraviniendo las garantías individuales. ya sea 

que se trate de persona física o juñdica colectiva de derecho privado o público, 

en su carácter de gobernado. Tenemos que si tal acto de autoridad causa un 

perjuicio jurídico a persona alguna. ésta se encuentra en aptitud de promover el 

juicio de amparo. 

La segunda y tercera fracción establecen la procedencia del juicio de 

garantías por invasión de esferas competenciales por actos de uno o más 

poderes de la Unión hacia los poderes de los Estados de la República o el Distrito 
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Federal y viceversa. TIenen aplicación cuando algún gobernado sea objeto de 

algún acto de autoridad y que con el mismo se afecte la soberanía o la esfera 

competencial de la Federación o los Estados de la República incluyendo al 

Distrito Federal. dependiendo de cual autoridad estatal emita el acto. 

Ahora bien cuando. quien resulte agraviado por una invasión de soberanía o 

de esferas competencia les sea una persona moral oficial del fuero común o 

Federal estas se encuentran impedidos para acudir a ejercitar la acción de 

amparo, teniendo que acudir a promover un juicio distinto que se encuentra 

regulado por la Ley Reglamentaria del artículo 105 constitucional. misma que se 

aboca a ventilar Controversias de constitucionalidad. 

2.1.2 Artículo 107 fracciones l. 11. VII. VIII. X. XI. XII. XIV Y XV de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Toca el turno de analizar uno de los artículos más extensos de la Carta 

Magna. el cual enumera los principios fundamentales que rigen el juicio de 

amparo. analizaremos el mismo comentando cada fracción: 

ARTICULO 107.- Todas las controversias de que habla el artfculo 103 se 

sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley de 

acuerdo con las bases siguientes: 

1. El juicio de amparo se seguirá a instancia de parte agraviada; 
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La primera fracción consagra el principio de "Iniciativa de parte agraviada" 

se refiere a que s610 el juicio de garantías, será promovido por la persona que 

resulte afectada en sus derechos por la ley o el acto concreto de aplicación de 

la autoridad señalada como responsable, en su escrito de demanda, pues el 

juicio de amparo no opera oficiosamente. es necesario que quien promuevo el 

juicio sea promovido por quien le pe~udique el acto de autoridad, con sus 

respectivas excepciones vistas en el capítulo que antecede. 

n. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, 

limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial en que verse la queja, 

sin hacer una declaración general al respecto de la ley o el acto que la motivare. 

En el juido de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con 

lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta 

Constitución. 

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia 

privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y 

montes a los ejidos o a los núcleos de población que de hecho o por derecho 

guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros deberán recabarse de 

oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos 

mendonados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para predsar 

sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados. 

En los juidos a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en perjuido de 

los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios y comuneros, el 

sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instanda, pero en 
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uno y otra si podrán decretarse en su beneficio. Cuando se reclamen actos que 

afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco procederan el desistimiento ni 

el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el primero sea acordado 

por la asamblea general o el segundo emane de ésta; 

En la segunda fracción, nos encontíOmos con la consagiüción de la Fórmula 

Otero conocida como "Principio de la relatividad de las sentencias", reiterada 

por el articulo 76 de la Ley de Amparo. Este principio constriñe los efectos de la 

sentencia de amparo. que se limitará a extender la protección de la justicia 

federal a quien la haya solicitado, sin tener efectos "erga omnes" , ademós de 

que establece la prohibición al juzgador de amparo de hacer deciaraciones 

sobre el acto o ley que le motivare, podemos asentar que dichas deciaraciones 

se plasman en los considerandos de la sentencia de amparo y nunca en los 

puntos resolutivos, en atención a la Formula Otero y de manera tal, para 

mantener respeto entre los poderes. 

En los pórrafos que le suceden. se establece la suplencia de la queja 

deficiente en los términos que disponga la Ley reglamentaria de los articulas 103 Y 

107 constitucionales y tratóndose de la privación de derechos a núcieos de 

población, ejidatarios o comuneros se establecen mayores beneficios, conforme 

a los dos últimos pórrafos. 

VII. El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de concluido, o 

que afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o actos de autoridad 
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administrativa se interpondrá ante el juez de Distrito bajo cuya jurisdicción se 

encuentre el lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse, y su 

tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la que se 

citará en el mismo auto en el que se mande pedir informe y se recibirán las pruebas 

que las partes interesadas ofrezcan y oirán alegatos, pronunciándose en la misma 

audiencia de la sentencia; 

Esta fracción prevé la competencia de los Juzgados de Distrito y la 

substanciación de los procesos que conozcan. 

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los jueces de Distrito o 

los Tribunales Unitarios de Circuito procede la revisión. De ella conocerá la 

Suprema Corte de Justicia; 

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo por estimarlos 

directamente violatorios de esta Constitución, leyes federales o locales, tratados 

internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de 

acuerdo con la fracción 1 del articulo 89 de esta Constitución y reglamento de leyes 

locales expedidos por los gobernadores de los Estados o por el Jefe del Distrito 

Federal, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad; y 

b) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y 1II del 

artículo 103 de esta Constitución. 
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La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del 

correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la 

República, podrá conocer de los amparos en revisión, que por su interés y 

trascendencia asilo ameriten. 

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de la revisión los 

tribunales colegiados de circuito y sus sentencias no admitirán recurso alguno; 

La presente fracción prescribe la procedencia del recurso de revisión, para 

atacar los resoluciones que pronuncien los jueces de Distrito o los Tribunales 

Unitarios de Circuito, asimismo do competencia o lo Supremo Corte paro conocer 

de tal recu"o, en los hipótesis que enuncio, además de establecer competencia 

excepcional o los tribunales colegiados de circuito. 

Tal facultad de atracción, yo fue consagrado en lo fracción anterior, se 

pueden decir que ésta es discrecional, se ejerce tomando en consideración las 

peculiaridades excepcionales y trascendentales del caso en particular, además 

de que dicha facultad es restrictivo". 

68. Tesis de jurisprudencia vista a fOtas 62, tesis 3o./J. 43/91. Tomo: VIIJ-Noviembre de la Octava 
Epoca, Tercera Salo. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, que se titulo: ATRACClON, 
FACULTAD DE. SU EJERCICIO POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA ES DISCRECIONAl.: El Asimismo se 
transcribe lo tesis encontrada a fojos 195. tesis: 20. CII/96. Tomo: IV, Noviembre de 1996 de la 
Noveno Epoca, Instancio: Segunda Soja, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
titulado ATRACCION. ESTA FACULTAD DE LA SUPREMA CORTE DEBE EJERCERSE TOMANDO EN CUENTA 
LAS PECULIARIDADES EXCEPCIONALES Y TRASCENDENTES DEL CASO PARTICULAR Y NO TODOS LOS 
QUE GENE RICAMENTE SEAN DE UNA DETERMINADA MATERIA.: Tesis en pógino 60, Tesis: 3o./J. 45/91 
del tomo VlII-Noviembre.lnstancio: Tercero Sala de la Octavo Epoca Fuente: Semanario Judicial de 
la federación que llevo por titulo ATRACClON, fACULTAD DE. SU EJERCICIO DEBE HACERSE 
RESTRICTIVAMENTE. 
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X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y 

mediante las condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual se tomará 

en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los 

daftos y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la 

suspensión origine a terceros perjudicados y el interés público. 

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en 

materia penal a comunicarse la interposición del amparo, y en materia civil, 

mediante fianza que de el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal 

suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto si la otra parte da contrafianza 

para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el 

amparo, y a pagar los daftos y perjuicios consiguientes; 

Esta fracción prescribe la suspensión del acto que se reclame en el amparo. 

así sus requisitos para solicitarla al juez que conozca del asunto, así como la 

exhibición de fianza para garantizar el pe~uicio que se le pueda ocasionar a 

algún tercero con la concesión de la suspensión; para mayor ilustración se cita la 

tesis jurisprudencial VII. lo. C. 12K, vista a página 445. del tomo XIV Septiembre. de 

la Octava Epoca. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación: 

SUSPENSION, GARANTIA DE LA. LEGALIDAD DE SU OTORGAMIENTO. 

El párrafo primero de la fracción X del articulo 107 de la Constitución General de la 

República, dispone en lo conducente que los actos reclamados podrán ser objeto de 

suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías que determine la 

ley. Por su parte, la Ley de Amparo, en su articulo 125, establece que en los casos 

en que sea procedente la suspensión, pero su otorgamiento pueda ocasionar daño 
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o perjuicio a tercero, el quejoso deberá otorgar garantia bastante a fin de reparar el 

daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no se obtiene 

sentencia favorable en el juicio de amparo. Por su parte, el articulo 13 de la Ley 

Federal de Instituciones de Fianzas, señala que las autoridades federales y locales 

están obligadas a admitir fianzas, aceptando la solvencia de las referidas 

instituciones. De la interpretación lógica de los preceptos mencionados, es dable 

concluir que la ley no es h"T..perativa en cua..'1to a que el otorgaI!liento de la garantía 

para obtener la suspensión, tenga que ser necesariamente en una forma especifica, 

determinada, por ejemplo, en efectivo, sino que pemúte cualquiera de las formas 

legalmente establecidas, por lo que si se ha constituido fianza para garantizar los 

posibles daños y perjuicios que la suspensión ocasionare, resulta evidente que la 

misma debe admitirse, por ser una de las formas que la ley autoriza, y, por ende, 

apta para suspender los actos reclamados. 

XI. La suspensión se pedirá ante la autoridad responsable cuando se trate de 

amparos directos promovidos ante los Tribunales Colegiados de Circuito y la 

propia autoridad responsable decidirá al respecto. En todo caso, el agraviado 

deberá presentar la demanda de amparo ante la propia autoridad responsable, 

acompañando copias de la demanda para las demás partes en el juicio, incluyendo 

al Ministerio Público y una para el expediente. En los demás casos, conocerán y 

resolverán sobre la suspensión los Juzgados de Distrito o los Tribunales Unitarios 

de Circuito; 



99 

La presente fracción estatuye la substanciación del incidente de suspensión 

en amparos directos, en primer término la misma autoridad que conoció del acto 

decidirá de la suspensión, actualizándose la jurisdicción auxiliar, que "en amparo 

directo. opera en todos los casos y tiene gran trascendencia. no es excepcional 

como sucede en el amparo indirecto "69. Previniéndose además que en los 

demós casos de suspensión conocerán y resolverán sobre la misma los Juzgados 

de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito. 

XI!. La violación de las garantfas de los articulos 16, en materia penal, 19 y 20 se 

reclamará ante el superior del tribunal que la cometa, o ante el Juez de Distrito o 

Tribunal Unitario de Circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro 

caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la fracción 

VII; 

Si el Juez de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito no residieren en el mismo 

lugar en que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juez o tribunal 

ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender 

provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que la propia ley 

establezca; 

Esta fracción establece la procedencia del juicio de amparo indirecto en 

moteria penal, contra actos de autoridad judicial penal y ministerial 

esencialmente cuando se violen las garantías consagradas en los artículos 16. 19 Y 

20. reitera también el criterio de la fracción VII para la revisión del mismo. Se 

69 GUDIÑO PELAYO, José de Jesús, "IntroducciÓn al ampgro mexicano", pógina 51. 
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establece además. la jurisdicción concurrente para el caso de que en el lugar 

donde OCUrra la violación de garantías. no residiere Juzgado de Distrito o Tribunal 

Unitario de Circuito. 

XIV. Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la fracción II de este articulo se 

decretará el sobreseimiento del amparo o la caducidad de la instancia por 

inactividad del quejoso o del recurrente, respectivamente, cuando el acto 

reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos y términos que señale 

la ley reglamentaria. La caducidad de la instancia dejará firme la sentencia 

recurrida; 

La presente fracción establece el decreto del sobreseimiento del juicio de 

amparo por la inactividad del quejoso o recurrente. cuando la materia del 

proceso de garantías. o su recurso, sea de naturaleza administrativa o civil. 

dejando firme la sentencia que se recurra en segunda instancia, la ausencia de 

actuaciones procesales y de promociones de la parte recurrente durante el plazo 

de trescientos dios. trae aparejada la caducidad de la instancia. término que se 

desprende de la lectura del articulo 74 fracción V de la Ley de Amparo. 

XV. El Procurador General República o el agente Ministerio Público Federal 

que al efecto designare será parte en todos los juicios de amparo; pero podrá 
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abstenerse de intervenir en dichos juicios cuando el caso de que se trate carezca, a 

su juicio, de interés público; 

Esta fracción plantea la intervención del Ministerio Público Federal como parte 

en los juicios de amparo y su facultad de abstención discrecional. 

2.1.3 Principio de supremacía constHuclonat, arlículo 133 de la Constitución 

PolHlca de los Estados Unidos Mexicanos. 

Toca el tumo de abocarse a realizar un pequeño estudio del artículo 133 de la 

Constitución. el cual denota importancia para el desarrollo de la presente tesis. 

ya que las leyes que se contrapongan al mismo. serán calificadas como 

inconstitucionales y serán objeto de un juicio de amparo contra la desaplicación 

de las leyes como nombra el doctor Héctor Fix-Zamudio. 

ARTICULO 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 

emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados 

y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, 

serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a 
dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que 

pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados. 
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Este articulo, consagra el principio de supremacia constitucional. que pone 

de manifiesto la jerarquia de las leyes, se determinando una mayor a la 

Constitución yo que es "el fundamento del orden juridico, y por lo mismo es 

fundamental: aJ como garantía de perdurabilidad de dicho orden, bJ como 

expresión del contenido esencial para "que el orden pueda existir; y. eJ como 

principio base o fundamento en el que descansan los restantes ordenamientos 

juridicos" como bien apunta el maestro Efrain Polo Bemal70, Las leyes del 

Congreso de la Unión y las leyes de las legislaturas locales no deberán contravenir 

las disposiciones establecidas en la Constitución. Sin embargo, de hecho puede 

acontecer que haya desacatamiento de esa obligación, para obtener la 

efectividad de la norma que fija la supremacía constitucional es necesario 

promover el juicio de amparo relacionándola con el presente artículo. 

En su segunda parte se otorga a los jueces de los Estados el control de la 

constitucionalidad mediante el Control difuso de la constitucionalidad de los 

actos de las autoridades, lo cual no se actualiza en la realidad, ya que el Poder 

Judicial Federal es el intérprete de la Constitución, asimismo es quien decide 

sobre la constitucionalidad de los ordenamientos que de ella emanen. 

Ante tal situación, los jueces de los Estados al presentárseles alguna hipótesis a 

que se refiere la última parte del articulo 133, prefieren aplicar las disposiciones 

locales. aunque éstas se contrapongan a la Constitución, leyes federales y 

tratados internacionales, esperando a que la constitucionalidad la resuelva algún 

Juez de Amparo. Para mayor abundancia, se cita la tesis jurisprudencial vista en 

foja 948 del tomo XLVI. Quinta Epoca, Instancia Segunda Sala, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación: 

70 POLO BERNAL, Efraín; obra citada, pógina lOB. 
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LEYES ANTICONSTITUCIONALES, DETERMINACION DE LAS. Si bien el 

artlculo 133 constitucional, dispone que los Jueces de cada Estado se arreglarán a 

la Constitución, a las leyes que emanan de ella y a los tratados, a pesar de las 

disposiciones en contrario, que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 

Estados, para determinar si una ley local es o no contraria a la Constitución, se 

requiere que, previamente, haya sido resuelto el caso por los tribunales 

competentes que no pueden ser otros sino los federales. 

2.1.4 Garantías de Seguridad Juñdlca y Legalidad, artículos 14 y 16 párrafo 

primero de la ConstHuclón Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Toca el tumo de hacer un breve examen a las garantías de Seguridad 

Jurídica y de Legalidad previstas en los artículos 14 y 16 constitucionales. La 

seguridad jurídica es la certeza que tiene el individuo de que su situación jurídica 

no será modificada más que por procedimientos regulares, establecidos 

previamente", y por su parte la legalidad demanda la sujeción de todos los 

órganos estatales al derecho", esto es están impedidos para ejecutar actos que 

no le sean facultados por la ley. 

Comenzando con el artículo 14 constitucional. este consagra en cada 

párrafo garantías específicas como son la irretroactividad legal. audiencia, 

71 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDICAS. "Diccionario jurfdjco mexicgnQ", pógina 2885. voz 
Jorge Adamme Goddard. 
72lbidem. pógino 2535. voz J. Jesús Qrozco Henrtquez 
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exacta aplicación de la ley en materia penal y legalidad en materia civil lato 

sensu. Dicho precepto ordena: 

ARTICULO 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 

alguna. 

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 

posesiones o derechos, sino mediante a juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos, en el que cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad del hecho. 

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía 

y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley 

exactamente aplicable al delito de que se trata. 

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la 

letra o interpretación jurídica de la ley, y a la falta de ésta se fundará en los 

principios generales del derecho. 

El primer párrafo prescribe uno prohibición a la autoridad estatal de aplicar 

alguna ley retroactivamente a persona alguna en su pe~uicio. "Para que una ley 

sea retroactiva. se requiere que obre sobre el pasado y que lesione derechos 

adquiridos bajo el amparo de leyes anteriores. y esta última circunstancia es 

esencial"73, 

73 Fragmento de lo tesis jurisprudencial titulada RETROACTIVIDAD DE LA LEY, PRECEPTOS 
CONSTITUCIONALES NO SON IMPUGNABLES POR; v.ta a pógina 282. Tesis: 302 Tomo 1. Parte SCJN. 
Fuente: Apéndice de 1995, Instancia: Pleno Quinfa Epoca. 
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Por lo que respecta al segundo párrafo este otorga una tutela a los bienes 

juridicos de la persona que integran la esfera jurídica de la persona, de modo tal 

que antes de ser privado de alguno de ellos, la autoridad debe cumplir con las 

garantías de seguridad jurídica implícitas en este párrafo que son: el juicio previo 

al acto de privación; que dicho juicio se siga ante tribunales previamente 

establecidos; la observancia de un proceso en el que se sigan los formalidades 

procesales esenciales: y que la resolución judicial que se emita sea conforme a las 

it:tyt:Js vigentes con antelación al hecho o motivo del acto de molestia privativo. 

Para mayor ilustración de lo que debe entenderse por propiedad, posesión y 

derechos que tutela este párrafo encomento, se cito la tesis jurisprudenciol vísto a 

la página 1149, Tomo: XVII, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, 

Instancio: Pleno, Quinta Epoca: 

PROPIEDAD, POSFSIONFS y DERECHOS. El articulo 14 constitucional, al 

establecer que nadie puede ser privado de sus propiedades, posesiones o derechos, 

sino mediante los requisitos que el mismo precepto establece, se refiere, 

respectivamente, al hablar de propiedades y posesiones, a las cosas que nos 

pertenecen a titulo de dominio indubitable y reconocido, y a la tenencia material 

de los bienes; al hablar de los derechos, que son las facultades constituidas o 

arregladas por la ley, el citado articulo se refiere a todos los derechos que no son de 

dominio pleno ni de posesión rea!, ya que de éstos trata especificadamente, sino al 

uso o a! ejercicio de aquellos derechos cuyo uso o aprovechamiento no están 

subordinados a la intervención de las autoridades judiciales competentes, como 

sucede con la patria potestad o el derecho de contratar. No basta que una persona 

afirme tener o tenga un derecho para que esté amparada por la garantia del 

articulo 14 constitucional, sino que es preciso que se esté en uso de ese derecho o se 

haya reclamado su efectividad por los medios adecuados. No es suficiente para 

considerar violado dicho articulo, que una resolución o detenminados 
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procedimientos judiciales, afecten de alguna manera, el derecho que se dice tener, 

sino que es necesario que esos actos priven de una manera atentatoria, al 

agraviado, del uso o de la efectividad de ese derecho; pues de otra suerte, se 

reducirla a la nada a los tribunales del orden común, convirtiendo a los tribunales 

federales, en los únicos capacitados para hacer las declaraciones que son del 

resorte de las autoridades judiciales del fuero común, destruyendo el orden 

constitucional que nüs lige, pues, con iru~acción del misn-Lü precepto, se declarar.aa 

procedente un derecho controvertido, sin llenarse las formas tutelares del 

procedimiento. 

En el mismo sentido. se cito la siguiente tesis de jurisprudencia que denota el 

alcance de la garantía de audiencia. apreciada en la página 54. Tesis: 82. Tomo: 

Tomo VI, Parte SCJN. Fuente: Apéndice de 1995. Instancia: Segunda Sala, Séptima 

Epoca: 

AUDIENCIA, ALCANCE DE LA GARANTIA DE. En los casos en que los 

actos reclamados impliquen privación de derechos, existe la obligación por parte 

de las autoridades responsables de dar oportunidad al agraviado para que 

exponga todo cuanto considere conveniente en defensa de sus intereses; obligación 

que resulta inexcusable aun cuando la ley que rige el acto reclamado no establezca 

tal garantfa, toda vez que el articulo 14 de la Constitución Federal impone a todas 

las autoridades tal obligación y, consecuentemente, su inobservancia dejaría a su 

arbitrio decidir acerca de los intereses de los particulares, con violación de la 

garantla establecida por el invocado precepto constitucional. 
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De la tesis transcrita se desprende que para que una autoridad estatal prive 

de algún bien juridico tutelado al gobemado. primero debe observar la garanlfa 

de audiencia. dándole oportunidad para que sea oída y vencida en juicio. 

manifestando lo que a su derecho convenga en defensa de sus intereses. 

Ahora bien. el tercer párrafO establece la garantía de legalidad en materia 

judicial penal. implicando el principio nulla poena. nullu deliclum sine lege. esto 

es. conductas que no estén tipificadas como delitos por la ley no son delitos. 

asimismo todo delito debe contener la pena a aplicarse para quienes se 

encuentren dentro de la hipótesis normativa. de modo tal que para todo delito la 

ley debe señalar la pena que corresponda. 

Asimismo el referido párrafo impone la obligación al juez en materia penal 

constriñéndole a la exacla aplicación de la ley. sin hacer uso de la analogia o el 

uso de razón. esto es la resolución judicial emitida debe ser ajustada a las hipótesis 

que exactamente establece la ley, no basarse a apreciaciones vagas e 

imprecisas o tratar de imponer penas en atención a la similitud que guarde la 

conducta y la hipótesis normativa. o calificar como delito una conducta que 

tenga mayores magnitudes que las previstas en un tipo penal. 

El párrafo final. establece una garantía de legalidad extensiva a actos 

provenientes no sólo de materia civil, sino que también abarca la materia 

mercantil. administrativa. fiscal y laboral. Condicionando a la autoridad a resolver 

una contraversia ante el presentada. sujetándose a las reglas que establece el 

mismo párrafo: si la letra de la leyes clara. debe atenderse a su contenido literal; 

si la letra del precepto es oscura o insuficiente atenderá a la interpretación 
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juridica; por último, si la legislación contiene lagunas. es oscuro o insuficiente, la 

resolución debe ser fundada en los principios generales del derecho. 

En segundo lugar, el artículo 16 de la Carta Magna en su primer párrafo 

dispone: 

ARTICULO 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 

papeles, o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 

competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Por medio de esta garantía se amplía la protección al gobernado en su esfera 

juridica al condicionar a la autoridad que pretenda ejecutar actos de molestia 

para que se abstengan de hacerlos si no cuentan con competencia otorgado 

por la ley para ello, además de requerir a la misma mandamiento que conste por 

escrito en el cual se invoquen los preceptos legales aplicables y se asienten los 

motivos del acto de molestia; de este modo lo misma Constitución pone 

obstáculos que resultan necesarios para que la autoridad no viole flagrante mente 

las garantías individuales de la persono. Este primer párrafo protege a toda 

persona tanto en su sustantividad psicofísico como moral y privacidad, asimismo 

sus derechos subjetivos y familiares, su domicilio o residencia donde habite, sus 

documentos, o los bienes que detente en simple posesión. 
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2.2 Fundamentas de la Ley de Amparo. 

En esta parte del presente capítulo se realizaran comentarios a preceptos de 

lo ley de lo materia que fueron escogidos a rozón de su relación con el juicio de 

amparo interpuesto en contra de una ley calificada como inconstitucional. 

2.2.1 Procedencia del Juicio de garantías, artículo 1 de la Ley Amparo. 

El primer articulo de la ley establece: 

ARTICULO 1. El Juicio de Amparo tiene por objeto resolver toda controversia 

que se suscite: 

I Por leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales; 

II Por leyes o actos de autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberania 

de los Estados; 

III Por leyes a actos de las autoridades de éstos que invadan la soberania de la 

autoridad federal. 

A primera vista podemos apreciar que este artículo tiene una redacción 

idéntica al artículo 103 constitucional. Este precepto legal se refiere al objeto del 
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juicio de amparo y reproduce casi textualmente los supuestos del referido artículo 

constitucional. con la pequeña omisión de anotar al Distrito Federal. En atención 

al referido artículo si la ley o acto de autoridad viola las garantías individuales o la 

esfera competencial de los Estados o la Federación se cumplen los requisitos de 

procedencia del proceso de amparo. 

Podemos decir que para que pueda darse la procedencia del juicio de 

garantías es necesario que exista como primer presupuesto, un acto violaforio de 

garantías individuales proveniente de una autoridad responsable; como segundo 

presupuesto una persona física o jurídica colectiva agraviada por ese acto, en sus 

garantías. por último. atendiendo un principio fundamental del juicio de 

garantías. debe ejercitarse la acción de amparo ante un órgano del poder 

judicial Federal. pues no existe la posibilidad de una actuación oficiosa del 

juzgadar de amparo. 

2.2.2 Persona que puede promover el amparo. artículo 4 de la Ley Amparo. 

Es necesario citar el artículo 4 de la Ley Reglamentaria. el cual ordena: 

ARTICULO 4. El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a 

quien perjudique la Ley, el Tratado Internacional, el Reglamento o cualquier otro 

acto que se reclame pudiendo hacerlo por si o por su representante, por su 

defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de 
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un pariente o persona extraila en los casos en que ésta Ley lo permita 

expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante lega! o 

por su defensor. 

Este precepto prescribe el principio de iniciativa de parte, el cual indica que 

s6!0 puede promover el jüicio de garantías úqueiiu persona que resienta un 

pe~uicio juridico o agravio por el acto de autoridad estatal, ya sea judicial, 

administrativo o legislativo. Hay que recordar que existen excepciones a tal 

principio, ya que es posible de que el quejoso sea representado en el juicio de 

amparo, ya sea para promoverlo debido a una imposibilidad sustantiva, legal o 

nafural74, o en su caso desplegar conductas procesales en el juicio a su nombre. 

2.2.3 Término que otorgo la ley reglamentarIa para Interponer el Julc/o de 

garantías, artículo 21 de la Ley Amparo. 

Resulta también indispensable citar el articulo 21 que prescribe: 

ARTICULO 21. El término para la interposición de la demanda de amparo será 

de quince dlas. Dicho término se contará desde el dla siguiente a! en que haya· 

surtido sus efectos, conforme a la ley del acto, la notificación a! quejoso de la 

7. Recomendamos 01 lector remontarse al primer capítulo en la porte relativo al interés jurldico. el 
pe~uicio en materia de amparo. el agravio personal y directo, osi como las formos y figuras con que 
intervienen las portes en el juicio de amparo. 
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resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de 

su ejecución, o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos. 

Esta precepto nos dice que el término legal para interponer la demanda de 

amparo es de quince días, asimismo que ese término se comienza a contar desde 

el díe siguiente al en qüe haya surtido sus erectos ei o íos actos de autoridad o 

ejecución. o en último de los casos cuando se hubiese ostentado sabedor de los 

mismos. Todo esto, atendiendo a la naturaleza misma del acto de autoridad, ya 

sea judicial. legislativo o judicial. 

2.2.4 Excepciones al término que concede el artícuto 21 de la Ley 

Reglamentaria, artículo 22 de la Ley Amparo en atención a las leyes 

autoapncatlvas. 

Dicho término establecido en el artículo anterior citado, no es universal ya que 

tiene sus respectivas excepciones en el artículo siguiente: 

ARTICULO 22. Se exceptúan de lo dispuesto en el articulo anterior: 

[ Los casos en que a partir de la vigencia de una ley, ésta sea recIamable en la 

via de amparo, pues entonces el término para la interposición de la demanda será 

de treinta días; 
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Para en el caso de la impugnación de una norma, cuando esta tenga el 

carócter de autoaplicativa el término concedido para ello es de treinta días, ya 

que se ha verificado con la entrada en vigor de dicha ley la esfera juridica del 

gobernado, sin necesitar un acto concreto de aplicación. 

2.2.5 Causas de Sobreseimiento del Juicio de garantías, artículo 74 tracciones 

111 y IV de la ley Amparo. 

la figura del sobreseimiento del juicio de amparo ya fue estudiada en el 

capítulo que antecede, asimismo se fijó un concepto personal al mismo. su 

fundamento legal se encuentra en el artículo 74 de la ley de Amparo que 

enumera las causas que dan motivo al mismo, que para el desarrollo del presente 

sólo se analizarón dos fracciones de este artículo en virtud de que tienen una 

íntima relación con el trabajo de tesis. 

ARTICULO 74. Procede el sobreseimiento: 

... III Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniese alguna de las causas 

de improcedencia a que se refiere el capitulo anterior; 

lo causa de improcedencia que obligue o sobreseer el juicio puede haber 

existido al iniciar el proceso y no haberse descubierto sino después o bien 

sobrevenido durante alguna etapa de lo secuela procesal. afectando la acción 
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ejercitada, ante ello el juez de amparo decretará el sobreseimiento sin entrar a 

resolver el tondo del asunto. 

IV Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que 

no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a 

que se refiere el artículo 155 de esta ley. 

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido 

causas de notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades 

responsables están obligadas a manifestarlo as!, y si no cumplen esa obligación, se 

les impondrá una multa de diez a ciento ochenta dias de salario, según las 

circunstancias del caso. 

Esta causal se actualiza cuando se muestra claramente la inexistencia del 

acto reclamado, o cuando el quejoso no puede probar la existencia del mismo 

en la audiencia constitucional. ya que taita uno de los elementos constitutivos de 

la acción de amparo. De tal suerte, si no existe el acto reclamado, no habrá 

base para determinar su constitucionalidad o inconstitucionalidad. 

El segundo párrafo establece obligación a las partes de manitestar la 

cesación de los efectos del acto reclamado, o cuando ocurran causas notorias 

de sobreseimiento, imponiendo una sanción pecuniaria para aquella parte que 

se contravenga lo anterior o sea reticente. 
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2.2.6 Causas de Interposición del Juicio de garantías ante el Juez de DlslrHo. 

artículo 114 tracción I de la Ley Amparo. 

El siguiente artículo can que se concluye el presente capítulo es citado en 

atención a la competencia que se le da al Juez de Distrito para conocer de los 

juicios de amparo indirectos. así tenemos que Al artículo 114 en su fracción! 

ordena: 

ARTICULO 114. El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito: 

I Contra leyes federales o tratados internacionales. reglamentos expedidos por 

el Presidente de la República de acuerdo con la fracción l del articulo 89 

constitucional. reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los 

Estados. u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia generaL que por 

su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen 

perjuicios al quejoso, 

Esta fracción da competencia al Juez de Distrito para conocer de la 

impugnación de normas que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer 

acto de aplicación, causen pe~uicios al quejoso. Asimismo enumera actos 

legislativos en orden jerárquica. como lo hace el artículo 133 constitucional. 

dichos actos no son emitidos en su totalidad por una autoridad de naturaleza 

legislativa. sino también por autoridades estatales de naturaleza administrativa 

con potestad reglamentaria. Hay que recordar que para que un acto de 

autoridad sea considerado como ley. es necesario que contenga las 

caracteristicas de abstracción. impersonalidad. generalidad y obligatoriedad. 



CAPITULO 3 Examen del sobreseimiento del juicio 
de garantías por falta de interés jurídico, 

promovido contra una ley. 
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CAPITULO 3 Examen del sQbreseimiento del juicio de gqrantígs Ror 

falta de interés jurídico. promovido contra una ley. 

El tema central del presente trabajo de tesis va encaminado al tema del 

amparo contra leyes que es afectado por la figura del sobreseimiento en esencia 

par falta de interés jurfdico, mismo que es de gran relevancia para la doctrina así 

como para la defensa de la propia Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 

Al respecto Fix-Zamudio considera al amparo contra leyes como el problema 

de mayor altura en el proceso constifudonal75 , a pesar de que en el mismo se 

juzgan a las leyes estimadas inconstitucionales que rigen la vida del individuo y 

del Estado mismo, con el objeto de que se declare su in constitucionalidad, no se 

le aplique más este ordenamiento y anular los efectos de la aplicación de la 

misma en cuanto al agraviado. con todo y esto la doctrina no se ocupa mucho 

en el estudio de el juicio de amparo promovido contra las leyes estimadas como 

inconstitucionales. 

Los actos de la autoridad legislativa no son perfectos formal y materialmente 

hablando, como cualquier obra humana es susceptible de ser falible, de ahí la 

previsión de la ímpugnación de las normas que crea el Poder Legislativo, por el 

arfículo 103 de la Constitución General de la República, estableciendo la 

procedencia del juicio de amparo contra leyes en situación de igualdad frente a 

otros actos. 

75 FIX-ZAMUDIO. Héctor, "El juicio de gmoaro", p6gina 23. 
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El Poder Judicial de la Federación es el encargado de interpretar la 

Constitución General de la República así como de declarar la 

inconstitucionalidad de los ordenamientos juridicos que la contravengan. esto sin 

ocasionar escarceos entre los Poderes de la Unión, aun más cuando la 

desaplicación de tal ley importe una violación a las garanlfas de igualdad este 

poder cumple con su encomienda para el cual fue creada. La labor del juez no 

es un trabajo tócil de realizar y mucho menos cuando tiene que resolver la 

constitucionalid<;ld de alguna norma. 

No obstante que las leyes inconstitucionales atentan contra la misma 

Constitución. en la próctica se puede apreciar que existe un caudal de juicios de 

amparo promovidos contra una ley estimada inconstitucional sobreseídos por dos 

constantes. el no comprobar la existencia de los ocios que se relaman y la 

segunda, no contar con el interés jurídico para promoverlo. 

3.1 DivisIón del amparo. 

En atención al procedimiento que se sigue en los juicios de garantías. se han 

dividido para su estudio en directo e indirecto. mismos que serán estudiados 

enseguida. 
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3.1.1 El Amparo Directo. 

Este amparo se substanda ante la propia Suprema Corte de Justicia de la 

Nación o en su caso ante el Tribunal Colegiado de Circuito. se promueve ante la 

misma autoridad que emitió la resolución con carácter de definitiva. quien tiene 

la obligación de admitirla y proveer sobre la suspensión de los actos y remitir los 

autos al órgano jurisdiccional que corresponda. 

Procede confra sentencias definitivas o resoluciones que pongan fin al juicio. 

pronunciados en tribunales judiciales. administrativos o del trabajo. 

En este juiciO de amparo no se ofrecen pruebas. debido a que la naturaleza 

de este es muy similar a la de la casación, los autos se llevarán ante un órgano 

jurisdiccional superior para que decida sobre el juicio de garantías. ahara bien 

cabe comentar que debido al parecida ya apuntado. se llega a confundir la 

naturaleza del juicio de amparo y se llega al dilema sobre si el juicio de amparo 

es un juicio o un recurso. 

La suspensión de los actos reclamados se solicita ante la misma autoridad que 

los emitió (jurisdicción auxiliar o concurrente). en tanto se envía la demanda al 

Tribunal Colegiado para que decida sobre la concesión de la suspensión 

definitiva de tales actos. 
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Por último decimos que este juicio de amparo también se le califica 

incorrectamente como uniinstancial, debido a que el mismo sólo conformaba 

una instancio sin que admitiera recurso las resoluciones pronunciadas en el juicio, 

esta regla se ve afectada debido o que en casos excepcionales estos juicios 

admiten recursos. a menos de que decidan sobre la inconstitucionalidad de una 

ley o establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución 

cuya resolución. a juicio de la Suprema Corte de Justicia y conforme a acuerdos 

generales. entrone la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Sólo 

en esos casos procederó la revisión en un amp'oro directo, reservándose su 

conocimiento a la Suprema Corte de Justicia. la cual limitará a la materia del 

recurso exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente 

constitucionales; como advierte la fracción IX del articulo 107 constitucional. 

3.1.2 El Amparo Indirecto. 

Este amparo se substancia en un Juzgado de Distrito y se promueve ante el 

mismo órgano jurisdiccional. el superior del Tribunal responsable (jurisdicción 

auxiliar o concurrente). o excepcionalmente ante los Tribunales Unitarios de 

Circuito ¡tratándose de asuntos en materia penal). 

La procedencia constitucional del Amparo Indirecto se encuentra 

consagrada por las fracciones VII y XII del artículo 107 de la Constitución Política. 

asimismo encuentra su procedencia legal y reglamentación en los artlculos 114 Y 

115 de la Ley de Amparo. 
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Los actos susceptibles de atacarse por medio de este juicio son actos de 

Tribunales judiciales. administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o 

después de su conclusión (con motivo de su ejecución). actos emanados de un 

juicio que afecten a personas distintas de las que intervienen como partes. contra 

leyes federales o locales. tratados internacionales celebrados por el Estado 

mexicano y ratificados por el Senado de la República. reglamentos 

administrativos y acuerdos, en suma ordenamientos autoaplicativos o 

heteroaplicativos. 

Se le nombra amparo indirecto en virtud de que la resolución que se 

pronuncie en él es recurrible y del recurso que se interponga va a provocar el 

conocimiento de parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal 

Colegiado de Circuito. 

Como pruebas en este juicio de amparo se pueden ofrecer toda clase. 

excepto la de posiciones y las que fueren contra la moral o contra derecho. 

3.2 ¿Por qué es considerada una ley Inconsffluclonal? 

Antes de producir una contestación a la interrogante. es preciso recordar 

dos conceptos que se elaboraron en el primer capítulo. nos referimos a las 

palabras ley en sentido material e inconstitucional. para luego elaborar un 

concepto personal de ley inconstitucional. La ley en sentido material la definimos 

como: 
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"Toda aquella norma, que contiene las caracteristicas de abstracción, 

impersonalidad, generalidad y obligatoriedad, mismas que la distinguen de los 

demás actos que expidan las demás autoridades". 

Por otro lado, el concepto que apuntamos de inconstitucional es el siguiente: 

"Es un acto de una autoridad ejecutiva, legislativa o judicial. que va a 

contener un vicio en su contenido que es el de contravenir lo dispuesto por la 

Constitución de un Estado". 

Realizando una conjunción de estos dos conceptos, podemos decir que las 

leyes inconstitucionales son: 

"Aquellas normas con características de abstracción, impersonalidad, 

generalidad y obligatoriedad, que con su entrada en vigor o el primer acto de 

aplicación, contravienen lo dispuesta por la Constitución de un Estado, causando 

al particular un pe~uicio juridico, restringiendo la esfera jurídica del mismo". 

Ahora bien. tratando de praducir una contestación a la pregunta enunciada 

al comienzo del presente, podemos establecer que una leyes calificada 

inconstitucional por ser emitida en primer lugar contraviniendo lo dispuesto por el 

Ordenamiento Supremo de un Estado. Por ende dicha norma puede ser 

violatoria de garontras individuales, a su entrada en vigor o al primer acto de 

aplicación al individuo, violentando comúnmente garantías de legalidad y 



122 

seguridad juridica consagradas en los artículos 14 y 16 ambos de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Es necesario recordar una figura jurídica denominada antinomia, la cual se 

refiere al conflicto que exista entre normas cuando exista una oposición 

contradictoria entre dos ordenamientos jurídicos entre sí. cuando ambos regulen 

conductas en los mismos ámbitos temporal. espacial y material. y uno de estos 

prohíba una conducta al sujeto que se encuentre en su hipótesis normativa, un 

segundo ordenamiento al contrario se lo permita". El fenómeno de antinomia se 

actualizará cuando por ejemplo, una norma permita actuar a una autoridad 

emitir sus actos sin observar la debida fundación o motivación, también cuando 

no se le permita al particular ser escuchado y vencido en juicio diremos que la ley 

es inconstitucional al ser contraria a la Carta Fundamental violando garantías de 

seguridad jurfdica y legalidad. 

También podemos apuntar que se tratará de una ley inconstitucional por 

contener vicios de forma o materiales, en cuanto a la primera. tenemos que la 

norma es elaborada por autoridad carente de facultades para creartas o emitir 

un reglamento para proveer en la esfera administrativa, ocasionando no sólo una 

violación a las garantías individuales sino también un conflicto competencial con 

la emisión de la ley de que se trate. Ahora bien, en cuanto a los vicios materiales 

que pudiera contener, recordemos que las caracteñsticas de una ley en sentido 

material son las de abstracción, impersonalidad, generalidad y obligatoriedad, en 

contraposición, cuando sus elementos contenga vicios contrayendo sus efectos a 

determinada persona, se tratará de una ley privativa que prohíbe la Constitución 

en su artículo 13, por lo mismo inconstitucional. 

76 Poro uno mejor comprensión del tema se remite o la lectura de lo obro del autor Jaime Manuel 
Marroquln Zalefa, "TécnicQ oaro la elgboración de une sentencia de gmoaro djrecfG" , páginas 126 
0139. 
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No pasamos por alto que los tratados intemacionales que celebra el Estado 

mexicano por medio del titular del Poder Ejecutivo o algún funcionario del ramo. 

con algún otro Estado no tendrán el carácter de obligatorios si no están de 

acuerdo con la Constitución. además de requerir la ratificación del Senado de la 

República. Estos tratados internacionales como fuente formal del Derecho 

Internacional más importante cuya naturaleza jurídica es la de un convenio en 

sentido amplio. merece ser analizado desde la óptica de la Teoría del Hecho 

Jurídico Lato Sensu. conjuntando definiciones de derecho civil e internacional. y 

retomando ideas de tratadistas distinguidos diremos que es el acuerdo de dos o 

más personas jurídicas colectivas de derecho público internacional para crear, 

transferir, conservar, reconocer, modificar o extinguir derechos y obligaciones77 . 

Ahora bien. aplicando la teoria de los requisitos de eficacia de los actos jurídicos 

a los articulas 76 tracción I y 133 de la Constitución Federal. tenemos que si el 

Senado de la República no da su aprobación al Tratado celebrado. el mismo no 

será la Ley Suprema de toda la Unión. asimismo no surtirá sus efectos por tratarse 

de un elemento de eficacia. aunque dicho Tratado se haya celebrado en 

contravención a la Carta Magna. Por otro lado. para el caso de que se cumpla 

la condición constitucional de la aprobación por el Senado del Tratado que 

contraviene al Código Fundamental. dicho acto será afectado de 

in constitucionalidad. lo equivalente en derecho civil a la nulidad absoluta ya que 

son celebrados contra el tenor de normas prohibitivas o de interés público. que 

para el caso que nos ocupa se trata de la propia Constitución. esta nulidad que 

como ya asentamos deviene del vicio que existe en el objeto del contrato entre 

Paises. al que denominamos inconstitucionalidad. el acto existirá y surtirá sus 

efectos de manera defectusa. es posible atacarlo por medio del juicio de 

amparo equiparándolo cual si fuere una ley para que se deciare la 

inconstitucionalidad del mismo. 

n Véase GUTIERREZ GONZALEZ, Ernesto, "Derecho de los obliggciones", pie de página 245 It de lo 
página 218, y ARElLANO GARCIA, Corlos, "Primer CUr50 de Derecho Intemqcjonql PÚblico", página 

187. 
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Podemos concluir concretondo la respuesta que exige la interrogante iPOr 

qué es considerada una ley inconstitucional? Porque con su entrada en vigor o el 

primer acto de aplicación, causa al particular un pe~uicio jurídico, restringiendo la 

esfera jurídica del mismo, por contravenir esta norma lo dispuesto por la 

Constitución de un Estado. 

3.3 Término para Interponer Juicio de amparo Indirecto contra leyes. 

En el capítulo anterior, se indicaron los términos que concede la Ley de 

Amparo para interponer la demanda de amparo contra leyes, cuando se 

analizaron los artículos 21 y 22 de este ordenamiento. el primero nos otorga un 

término de quince días para instaurar la demanda de garantías a partir del primer 

acto concreto de aplicación de la ley, en tanto que el segundo nos concede un 

término de treinta días para instaurar la demanda de amparo ante una hipótesis 

de entrada en vigor de la norma de las denominadas autoaplicativas. 

3.4 Órgano Jurtsdlcclonal competente para conocer del Juicio de amparo 

Indirecto contra leyes. 

De acuerdo con lo dispuesto por la fracción VII del artículo 107 de la 

Constitución General de la República y regulado por el Titulo Segundo de la Ley 

de Amparo, denominado "Del juicio de amparo ante los juzgados de Distrito", 
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cuya procedencia específica en este último ordenamiento se establece en las 

tracciones I y VI de su artículo 1 14. De los citados preceptos nos encontramos con 

que es el Juez de Distrito quien se encuentra facultado para conocer del juicio de 

amparo promovido contra una ley en la vía indirecta. 

3.5 Sanción Jurídica por laHa de Inleré. Jurídico. 

Por interés juridico entendemos que es la facultad, potestad o poder de 

exigencia reconocida en una norma juñdica, derivado de un pe~uicio en sus 

derechos causados por un acto o actos de autoridad legislativa, judicial o 

administrativa. legitimando a su titular para intervenir como parte en el juicio de 

amparo. 

Como sanción juridica por falta de interés juridico en un juicio de amparo, se 

puede citar en primer lugar. la improcedencia, esta se da cuando una persona 

instaura una demanda de garantias y se advierte al examinar el ocu"o se halle 

por el titular de un Juzgado de Distrito o un Tribunal Colegiado de Circuito algún 

motivo patente de improcedencia la desechará de plano conforme a lo previsto 

por los articulos 145 y 177 de la Ley de Amparo, ante la hipótesis de carencia del 

interés jurídico el órgano juriSdiccional de amparo deberá relacionar su auto 

desecha torio con la fracción V del articulo 73 del mismo ordenamiento que' 

dispone: 

Articulo 73. El juicio de amparo es improcedente: 
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... V Contra actos que no afecten los intereses jurldicos del quejoso; 

En segundo lugar. para en el caso que se llegare a ordenar la admisión de 

una demanda de amparo donde quien promueve un juicio de garantías no 

cuenta con interés jurídico y se advierta esta causol de improcedencia en el 

transcurso dei procedimiento. ei juez de distrito o ei tribunai coiegiado decreioró 

el sobreseimiento de lo causa sin entrar a resolver el fondo del asunto. 

Como tercer supuesto, nuevamente se actualiza el sobreseimiento de la 

causa, esto en la audiencia constitucional el juez de amparo al entrar de oficio al 

estudio de las causales de improcedencia advierte que se existe la prevista en la 

fracción quinta del artículo 73 de la ley de Amparo, procederá a sobreseer el 

juicio. 

Podemos formular dos breves conclusiones al respecto, si falta el 

correspondiente interés jurídico para promover el amparo en primer término se le 

desechará la demanda de garantías por improcedencia, en segunda lugar, se 

sancionará con el sobreseimiento del juiciO si se advierte la causa de 

improcedencia prevista en la referida fracción V de la ley de Amparo en el 

transcurso del proceso o en la audiencia constitucional. 
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3.6 DHerencla entre una sentencia de Amparo y un auto de sobreseimiento. 

Advertimos un gran equívoco en las normas así como en la doctrina al 

confundir el término auto y senfencia para efectos del sobreseimiento. 

Porsentencia de amparo entendemos: 

"Es el acto procesal en la cual el juez de amparo decide sobre la violación de 

garantías o distribución de competencias, deciarando la constitucionalidad o 

in constitucionalidad de los actos que reclama el quejoso, concediendo o 

negando el amparo y protección de la justicia federal, concluyendo osi con el 

proceso de garantías". 

Además el sobreseimiento lo definimos como: 

"La institución juridica en virtud de la cual el juez de amparo con motivo de la 

aparición en autos de alguna causa de improcedencia constitucional, legal o 

jurisprudencia!. o bien alguna causa específica de la misma contemplada en la 

Ley de Amparo, pone fin al juicio de garantías sin resolver sobre la violación de 

garantías o distribución de competencias aducidas por el quejoso, sin otorgar la 

protección de la justicia federal y/o la restitución en el goce y disfrute de las 

prerrogativas violadas". 
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Asimismo conviene citar el artículo 220 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles el cual dispone: 

Articulo 220. Las resoluciones judiciales son decretos, autos o sentencias; 

decretos, si se refieren a simples determinaciones de trámite; autos, cuando 

decidan cualquier punto dentro del negocio, y sentencias, cuando decidan el fondo 

del negocio. 

Haciendo una breve interpretación de este precepto tenemos que las 

resoluciones judiciales son el genero y que los decretos, autos y sentencias son la 

especie de las citadas resoluciones. Este precepto establece una división de las 

resoluciones judiciales de entre las cuales no se menciona al sobreseimiento esta 

figura implica el no estudio de la causa, sin entrar al fondo y resolverlo. no 

podemos decir que sea una sentencia propiamente. Al respecto. el señor 

Ministro de la Corte Juventino V. Castro manifiesta lo siguiente: "Si nos hemos de 

atener a lo dispuesto por el artículo 220 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles. la sentencia de amparo nunca puede conciuir sobreseyendo. ya que esta 

figura na decide el tondo del negocio. sino que resuelve la instancia sin tocar el 

fondo que queda impre-juzgado (sic). 

Pero contra esto nuestra Ley cae en una falta de técnica, cuando la fracción 

11 del artículo 77 dispone que las sentencias que se dicten en los juicios de amparo 

deben contener. cuando sea el caso. los fundamentos legoles en que se opoyen 

para sobreseer en el juicio "78, 

78 V. CASTRO, Juventino. obra citado. pógino 528. 
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Por otro lado. el doctor Héctor Fix-Zamudio se pronuncia en contra de que se 

nombre sentencia al sobreseimiento, que no merece ser calificada como tal, 

manifestando para tal efecto lo siguiente " ... se ha empleado indebidamente 

por el legislador de amparo el nombre de sentencia para calificar la decisión de 

sobreseimiento pronunciada en la audiencia de fondo. para distinguirla de la 

providencia que sobresee el juicio fuera de dicha audiencia 10.77. fr. 11. LA). pero 

según criterio riguroso dicho pronunciamiento ya sea que se dicte antes o en la 

audiencia de fondo. debe considerarse como un simple auto. puesto que 

contiene la declaración de que no puede resolverse'el juicio de amparo a través 

de una verdadera sentencia 10.83. 1r.1I!. LA)"". 

En atención a lo anterior y en virtud de los razonamientos vertidos. podemos 

manifestar que no es concebible una sentencia de sobreseimiento ya que se 

trata de un simple auto. ya que la naturaleza jurídica del sobreseimiento no 

corresponde al de la sentencia. manifestamos nuestra conformidad y hacemos 

votos para que se le nombre auto refiriéndose al mismo como especie de 

resolución de acuerdo al articulo 220 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo. 

3.7 La valoración por parte del Juzgador del Interés Jurídico an al amparo 

Indirecto contra leyes. 

De acuerda con el principio de iniciativa de parte agraviada que rige el juicio 

de amparo Y su consagración en el artrculo 4 de la ley de la materia. dicho juicio 

79 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURíDICAS. "Diccionario JuÓdico Mexicano", voz Héctor Ftx­
Zomudio, pagino 2892. 
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sólo pOdrá promoverse por lo porte a quien pe~udique el acto o la ley que se 

reclama, entonces quien o quienes cuentan con la legitimación para ejercitar la 

acción de amparo y concurrir al mismo como parte quejosa es la persona o 

personas. físicas o morales, directamente agraviadas por la ley o acto que se 

estime violatorio de garantías, mas no así quien, por ello, indirectamente pudiera 

resentir algún perjuicio. porque el derecho de promover ese juicio es 

personalísimoSJ . 

Con el objeto de no distraemos del tema e ilustrarnos sobre el mismo. 

citaremos la tesis jurisprudencial vista en la página 180 del tomo 193-198 primera 

parte. instancia del Pleno. Séptima Epoca del Semanario Judicial de la 

Federación: 

INTERES JURIDICO. NECESIDAD DE ACREDITARLO EN EL AMPARO 

CONTRA LEYES. A pesar de que el juicio de amparo pudiera llamársele el 

verdadero juicio popular, esto no significa que la acción de amparo para reclamar 

la inconstitucionalidad de leyes o de actos, sea popular, toda vez que su ejercicio 

se encuentra limitado, en término de lo dispuesto por la fracción l del artículo 107 

constitucional y por el artículo 40. de la Ley de Amparo, a instancia de parte 

agraviada, lo que significa que uno de los presupuestos indispensables para la 

procedencia de la acción sea la comprobación del interés jurídico del quejoso, el 

cual no'puede tenerse por acreditado por el solo hecho de promoverse el juicio de 

garantlas, en atención a que tal proceder sólo implica la pretensión de excitar al . 

órgano jurisdiccional, lo que es distinto a demostrar que la ley o el acto de la 

autoridad que se impugnan le obligan, lesionando sus derechos; así que no 

80 Tesis jurisprudencial vista a foja 45 del tomo 76 primera porte del Semanario Judicial de lo 
Federoción. instancia Pleno, Séptima Epoca que lleva por título LEGITIMACiÓN PROCESAL PARA 
OCURRIR AL AMPARO. 
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demostrándose que el quejoso se encuentre dentro de los presupuestos procesales 

que regulan las leyes cuya constitucionalidad impugne, no se satisface ese 

requisito procesal consistente en acreditar el interés jurldico. 

Asimismo se cita la vista a la página 162 del tomo 217-228 Cuarta Parte. 

Instancia Tercera Sala del Semanario Judicial de la Federación Séptima Epoca: 

INTERES JURIDICO. DEBE ESTAR PLENAMENTE PROBADO. El Tribunal 

en Pleno ha sustentado la jurisprudencia que dice: AMPARO CONTRA LEY, EL 

INTERES JURIDICO DEBE PROBARSE EN EL JUICIO DE. Los sujetos que se 

consideren afectados por la ley que se impugna de inconstitucional, para 

comprobar su interés jurldico en promover el juicio de amparo, deben demostrar 

que se encuentran dentro del supuesto previsto por aquélla, pudiendo hacerlo por 

cualquiera de los medios de prueba previstos por las leyes; en caso de no acreditar 

tal circunstancia, debe sobreseerse en el juicio de amparo. 

En el mismo sentido se cita la tesis jurisprudencial consultable a fojas 181 del 

tomo IV. Primera Parte. Julio a Diciembre de 1989. Primera Parte. Octava Epoca. 

Fuente Semanario Judicial de la Federación: 

INTERES JURIDICO, COMPROBACION DEL. Los sujetos que se consideran 

afectados por la ley que impugna de inconstitucional deben demostrar que están 

comprendidos por los supuestos de dicha ley. La comprobación puede hacerse por 

cualesquiera de los medios de prueba previstos en las leyes, y si no aparece alguna 
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que demuestre que los quejosos están bajo los supuestos de la ley, debe sobreseerse 

el juicio de amparo. 

De las tesis transcritas, podemos apreciar que atienden al denominador 

común que no puede tenerse por acreditado el interés juridico par el solo hecho 

de promoverse el juicio de garantías, sino que pOi el confiarlo, para demostrar 

que la ley que' se impugna reputada como inconstitucional causa pe~uicio 

juridico por encontra"e el quejoso en los supuestos de la ley, para ello tiene que 

recurrir a cualquiera de los medios de prueba previstos par las leyes, el ledor se 

preguntará acuales son éstos?, la respuesta parece otorgarla el artículo 150 de la 

Ley de Amparo, que preceptúa: 

Artículo 150. En el juicio de amparo es admisible toda clase de pruebas, 

excepto la de posiciones y las que fueren contra la moral o contra derecho. 

Este articulo nos indica que el juicio de amparo es abierto para toda clase de 

pruebas, son admisibles para el proceso de garantías prácticamente todos los 

medios de convicción con explícita excepción de la de posiciones y las que sean 

contrarias a la moral o contra el derecho. Nos atrevemos a formular otra cuesti6n 

al respecto ea qué se refiere dicho precepto al decir "es admisible toda clase de 

pruebas"?, para dilucidar tal duda tenemos que recurrir al Código Federal de 

Procedimiento Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, que en su 

artículo 93 que complementa al precepto citado de la Ley de la materia, este 

consagra y enumera las pruebas del modo siguiente: 
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Articulo 93. La ley reconoce como medios de prueba: 

I La confesión; 

II Los documentos públicos; 

III Los documentos privados; 

IV Los dictámenes periciales; 

V El reconocimiento o inspección judicial; 

VI Los testigos; 

VII Las fotograffas, escritos y notas taquigráficas, y, en general, todos aquellos 

elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia, y 

VIII Las presunciones. 

Es preciso recordar las últimas partes de las dos últimas tesis citadas las cuales 

nos advierte que si no aparece algún medio de prueba fehaciente que 

compruebe el interés juridico demostrando que el o los quejosos están bajo los 

supuestos de la ley. debe sobresee"e el juicio de garantias. de modo tal que si el 

promovente del juicio de amparo no aporta cualquier prueba establecida en el 

artículo 93 del Código Federal de Procedimientos Civiles y que na sea contraria al 

150 de la Ley de Amparo deberá sobresee"e la causa. 

T amando en consideración lo anterior, tenemos que las afectaciones 

constitutivas de un pe~uicio deben ser reales para que se estimen en un juiciO de 

garantías deben ser susceptibles de aprecía"e objetivamente aportando al 
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juzgador de amparo los medios de convicción que acrediten fehacientemente 

que se está en las hipátesis de la ley que se ataca por inconstitucional. ya que la 

apreciación del interés jurídico no debe ser subjetiva ni basarse a meras 

presunciones del promovente. 

3.8 Propuesfa de reformas en la Ley de la Materia. para que el Juzgador 

examIne exhausHvamente el agravIo que sutre el quejoso ante la ley 

InconsfHuclonal y no se aleje de la humanlzaclón del Amparo. 

Para finalizar el presente trabajo propondremos una adición de un artículo 

especial para las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo contra 

leyes. para el efedo este deberá ser contenido en la Ley de Amparo. Libro 

Primero. Titulo Primero. Capitulo Décimo "De las Sentencias" el cual ordenará 

textualmente lo siguiente: 

.. ARTICULO .- Se consideraran como leyes para efectos de los amparos 

promovidos contra estas, a todo acto emanado de autoridad legislativa o con 

potestad reglamentaria con caracterlsticas de abstracción, impersonalidad, 

generalidad y obligatoriedad. Quedan comprendidas como tales las leyes federales 

y locales, los reglamentos federales y locales, tratados internacionales celebrados 

por el Poder Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, y en 

general todo aquel acto de autoridad que contenga caracterlsticas enunciadas en 

este dispositivo. 
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El Juez Distrito o Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del juicio de 

amparo contra leyes considerará para resolver, el análisis de los conceptos de 

violación de la demanda de garantías, los argumentos vertidos por las autoridades 

responsables en sus informes justificados, las probanzas aportadas por las partes, 

las actuaciones y el respeto que haga de las garantías individuales el ordenamiento 

impugnado. El Juez o Tribunal Colegiado podrán previamente a la celebración de 

la audiencia constitJcional recabar üfidusamente pruebasl para tener suficientes 

elementos de convicción para resolver el asunto. 

En los amparos promovidos contra las leyes, los informes justificados que no se 

rindan dentro del plazo legal concedido por esta ley, no serán tomados en cuenta 

para la celebración de la audiencia constitucional, asimismo no se consideraran 

aquellos informes con justificación que omitan acompañar las constancias que 

demuestren la ausencia de perjuicio al agraviado, obrando la presunción de 

certeza de los actos reclamados a las autoridades señaladas como responsables 

para uno o ambos supuestos. 

No se concederá el amparo contra leyes, cuando se contravenga gravemente 

el interés social. 

El citado articulo que se pone a consideración del lector. identifica lo que son 

las leyes. además de establecer que actos de autoridad se conocen como tales. 

El segundo párrafo preceptúa cuales son los elementos que debe tomar en 

cuenta el juzgador para resolver un amparo promovido contra normas. Con esto 

se persigue que el juzgador antes de entrar al estudio de las causas de 

improcedencia o de sobreseimiento califique primero si existe el acto reclamado, 
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examinando detenidamente los conceptos de violación y argumentos del 

promovente sin pasar por alto las probanzas que se exhiban en el juicio, 

allegándose también de pruebas paro que esto influyo en el animo 01 momento 

de resolver y forme conciencio en él, tomando en cuento también de lo lectura 

del texto de la ley que se ataca por inconstitucional, los consecuencias 

pe~udiciales que se pueden derivar o la sociedad con lo existencia de leyes que 

el quejoso reputa como inconstitucionales. 

En su tercer párrafo se establece uno cargo de lo pruebo paro las 

autoridades responsables señaladas en un juicio de amparo contra leyes, para 

que estas al rendir su informe justificado lleven consigo constancias suficientes 

tendientes o demostrar lo constitucionalidad de sus actos y que al quejoso no le 

causa pe~uicio alguno la vida y efectos de lo ley. Con esto se evitarían penosos 

sobreseimientos de causas que pretenden impugnar una ley, por las conductas 

dolosos y reticentes o que recurren los autoridades que se señalan como 

responsables, de los cuales podemos citar aquellos donde lo responsable niego 

el acto que se le reclama (no importando que en realidad existo), y se fundo 

comúnmente en las siguientes tesis jurisprudencia les como las que se citan a 

continuación: lo consultable en lo página 1465, tomo CXX, Instancio Segundo 

Solo, Quinto Epoca del Semanario Judicial de lo Federación: 

ACTOS RECLAMADOS, NEGACION DE LOS. Si todas las autoridades 

responsables, rindiendo el infonne justificado correspondiente, niegan el acto 

reclamado, y el quejoso no produce ninguna prueba que desvirtúe la negativa 

unánime, procede sobreseer en el juicio de acuerdo con la fracción IV, del articulo 

74 de la Ley de Amparo. 
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El Juez Distrito o Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del juicio de 

amparo contra leyes considerará para resolver, el análisis de los conceptos de 

violación de la demanda de garantías, los argumentos vertidos por las autoridades 

responsables en sus informes justificados, las probanzas aportadas por las partes, 

las actuaciones y el respeto que haga de las garantías individuales el ordenamiento 

impugnado. El Juez o Tribunal Colegiado podrán previamente a la celebración de 

la audienc1(\ constitucional recabar oficiosal"11ente prüebas, para tener suñcientes 

elementos de convicción para resolver el asunto. 

En los amparos promovidos contra las leyes, los informes justificados que no se 

rindan dentro del plazo legal concedido por esta ley, no serán tomados en cuenta 

para la celebración de la audiencia constitucional, asimismo no se consideraran 

aquellos informes con justificación que omitan acompañar las constancias que 

demuestren la ausencia de perjuicio al agraviado, obrando la presunción de 

certeza de los actos reclamados a las autoridades señaladas como responsables 

para uno o ambos supuestos. 

No se concederá el amparo contra leyes, cuando se contravenga gravemente 

el interés social. 

El citado artículo que se pone o consideración del lector. identifico lo que son 

los leyes, ademós de establecer que actos de autoridad se conocen como toles. 

El segundo pórrato preceptúo cuales son los elementos que debe tomar en 

cuenta el juzgador para resolver un amparo promovido contra normas. Esto 

viene o ser uno especie de suplencia de lo quejo deficiente, en lo cual se 

persigue que el juzgador antes de entrar 01 estudio de los· causas de 
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improcedencia o de sobreseimiento califique primero si existe el acto reclamado. 

examinando detenidamente los conceptos de violación y argumentos del 

promovente sin posar por alto los probanzas que se exhiban en el juicio, 

allegándose también de pruebas paro que esto influyo en el animo al momento 

de resolver y forme conciencia en él. tomando en cuenta también de la lectura 

del texto de la ley que se ataca por inconstitucional. las consecuencias 

pe~udiciales que se pueden derivar G • J sociedad con la existencia de leyes que 

el quejoso reputa como inconstitucionales. 

En su tercer pórrafo se establece uno carga de la prueba paro los 

autoridades responsables señalados en un juicio de amparo contra leyes, para 

que estos al rendir su informe justificado lleven consigo constancias suficientes 

tendientes a demostrar lo constitucionalidad de sus actos y que al quejoso no le 

causa perjuicio alguno la vida y efectos de la ley. Con esto se evitarían penosos 

sobreseimientos de causas que pretenden impugnar uno ley, por las conductas 

dolosas y reticentes o que recurren los autoridades que se señalan como 

responsables, de los cuales podemos citar aquellos donde la responsable niego 

el acto que se le reclamo Ino importando que en realidad existo). y se fundo 

comúnmente en las siguientes tesis jurisprudencia/es como las que se citan a 

continuación: la consultable en lo pógina 1465, tomo CXX, Instancio Segunda 

Sola, Quinta Epoca del Semanario Judicial de lo Federación: 

ACTOS RECLAMADOS, NEGAOON DE LOS. Si todas las autoridades 

responsables, rindiendo el infonne justificado correspondiente, niegan el acto 

reclamado, y el quejoso no produce ninguna prueba que desvirtúe la negativa 

unánime, procede sobreseer en el juicio de acuerdo con la fracción IV, del articuio 

74 de la Ley de Amparo. 
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Asimismo sale a relucir en los informes justificados la jurisprudencia 310. 

publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación visible en el 

Tomo IV. Materia Común. que dice: 

INFORME JUSTIFICADO, NEGATIVA DE "LOS AO'OS ATRIBUIDAS A LAS 

AUTORIDADES. Si las responsables niegan "los actos que se les atribuyen y los 

quejosos "no desvirtúan esa negativa, procede el "sobreseimiento en términos de la 

fracción "IV, de la Ley de Amparo." 

El juez de amparo toma en consideración el informe con justificación. 

otorgándole un inmerecido valor probatorio, sin embargo que no se acompañen 

constancias o medios de convicción que apoyen dicho informe, haciendo 

parecer que existe una suplencia de la queja deficiente a favor de las 

autoridades y no una carga de la prueba para estas. 

Otra propuesta que se hace patente es aquella que haga cobrar 

coercibilidad a los actas de los órganos del Poder Judicial Federal. sobretodo 

para los que conocen de juicios de amparo interpuesto para la desaplicación de 

las leyes. esta es la de que cobre fuerza el apercibimiento del rendimiento de los 

informes justificados rendidos con manifiesta extemporaneidad. para hacer que 

la presunción de certeza cobre valor probatorio y no tomarles en cuenta al 

informe rendido extemporóneo. En la próctica es muy vista que tales actos no 

obstante que dilatan la impartición de justicia y obligan muchas veces al 

diferimiento de las audiencias constitucionales a discreción del juez. son tomados 

en cuenta en pe~uicio del quejoso. aun y cuando haya solicitado previamente la 

presunción de certeza de los actos reclamados ya sea a una o varias autoridades 
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que señaló como responsable y que esta solicitud de presunción no se tome en 

consideración en la audiencia constitucional. 

Asimismo en este último párrafo se apercibe las sanciones para cuando las 

autoridades responsables rindan sus informes con justificación con 

extemporancidad o carentas de constancias qüe apoyen sus manifestaciones y 

que demuestren la ausencia de agravio para el quejoso, previniendo que no se 

les tomaran en cuenta para la celebración de la audiencia constitucional, 

además de obrar en su contra lo presunción de certeza de los actos que se les 

reclaman. 

En un cuarto párrafo se prevé lo negación del amparo cuando se 

contravenga gravemente el interés social. Esto con el objeto de que no 'se 

concedo el amparo poro la desaplicación de los leyes cuando se atente en un 

grado superlativo este interés, ya que existen ordenamientos que regulan 

determinados conductas que benefician sin dudo lo seguridad de los 

gObernados y de no aplicarse efectivamente prevalecería un interés personal 

que abusaría de la institución del juicio de garantías. 

Por último, se propone una norma moral que no es obligatoria paro el ser 

humano, la cual es meramente potestativo, mismo que va dirigido especialmente' 

o fortalecer la ética del juzgador y es la relativo al análisis que realizará el Juez 

que conozco de los juicios de amparo interpuestos contra una ley, de los 

elementos que conforman los autos, probanzas y actuaciones, este .01 reftexionar 

el asunto y de las consecuencias de pe~uicio de resolver el juicio sobreseyendo, 
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llegare a dudar para emitir su resolución, es factible que prefiera conceder el 

amparo y protección de la Justicia Federal contra leyes y no le sea aplicado el 

ordenamiento impugnado al quejoso, con esto no queremos invitar a que el 

Poder Judicial Federal se conduzca con imparcialidad o se incline hacia los 

intereses del propio particular, por el contrario manifestamos que "mós vale una 

sentencia sabia que una injusta", esto es, que el juzgador al resolver lo haga con 

humanidad, ya que la institución del amparo se creo con la finalidad de proteger 

a los gobernados contra los actos de autoridad que le ocasionen algún pe~uicio 

en sus garantías individuales. y no así apoyar a estas para que continúen violando 

los derechos fundamentales. Esta última propuesta es, a nuestro parecer, la que 

tiene un mayor sentido y valor ético, ya que los hombres y mujeres encargados de 

impartir justicia y decir el derecho de obse/Var esta propuesta antes de atender 

una lógica que lo lleve a sobreseer los asuntos que se le presenten contra leyes, 

estaa cobrarian mós respeto de los gobernados y de las instituciones juridicas que 

defienden las garantías individuales. 



CONCLUSIONES 



140 

CONCLUSIONES. 

PRIMERA. Como requisito de procedencia de la acción del Juicio de Amparo 

es la referente a la persona que la ejercite cuente con el interés juñdico, ya que al 

acudir a solicitar el amparo sin este, se actualizaría una causal de improcedencia 

prevista en la fracción V del articulo 73 de la Ley de Amparo, lo cual daña en 

primer lugar al desechamiento de la demanda de amparo por causas notorias de 

improcedencia, como segundo supuesto, en el transcurso del proceso o al 

momento de resolver se advierte sobre la citada causal el Juez de amparo emitirá 

un auto de sobreseimiento sin llegar a resolver el fondo del asunto. 

SEGUNDA. En atención a lo que se conoce como autoridad responsable en el 

juicio de garantías, advertimos que a este ente se le conceptúa en base a 

conductas positivas. no así respecto de los omisiones en que incurra dicho ente y 

que ocasionen un pe~uicio jurídico al quejoso. 

TERCERA. Acerca de la capacidad jurídica de la persona física, podemos 

manifestar que existen varias excepciones en la Ley de Amparo a efeclo de que 

la persona que carece de ésta o la tiene restringida no tenga obstáculas para 

promover el amparo, pudiéndolo hacerlo por sí, en caso de que no haya quien le 

represente, en tanto se le asigna uno. 

CUARTA, Uno ley puede ser reputada inconstitucional por el agraviado por 

contener alguna o más características siguientes: Por ser emitida contraviniendo 

lo dispuesto por el Ordenamiento Supremo de un Estado: cuando alguna norma 

permita aduar a una autoridad emitir sus actos sin observar la debida 
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fundamentación y motivación, asimismo restringiendo o suprimiendo la garantía 

de audiencia, violentando garantías de legalidad y seguridad jurídica 

consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales; cuando sea elaborada por 

autoridad que carezca de facultades legislativa o potestad reglamentaria para 

normar o regular determinadas conductas; cuando los elementos de la ley en 

sentido material contengan vicios contrayendo sus efectos a determinada 

persona, se trataró de una ley privativa que prohíbe la Constitución en su articulo 

13; algún tratado internacional celebrado par el Estado mexicano por medio del 

titular del Poder Ejecutivo o algún funcionario del ramo, con algún otro Estado no 

tendrón el carócter de obligatorios si no estón de acuerdo con la Constitución, 

ademós de requerir la ratificación del Senado de la República; en fin cualquier 

ordenamiento que contravenga lo ordenado par la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos ocasionando violaciones a las garantías individuales 

con su entrada en vigor o pñmer acto concreto de aplicación. 

QUINTA. Una ley tendró el carócter de autoaplicativa cuando al entrar en 

vigor imponen ciertas conductas a los gobernados, imponiéndoles la carga de 

cumplirla aun en contra de su voluntad, ocasionóndoles un perjuicio jurídico. 

SEXTA. la naturaleza jurídica del sobreseimiento no corresponde a la de una 

sentencia como equivocadamente advierte parte de la doctrina. consideramos 

que es la de un auto, la cual es una especie de resolución judicial. ya que con 

esta no se resuelve el fondo del asunto planteado al juzgador, sino que solamente 

no entra a resolverle al advertir que se ha actualizado una causal de 
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improcedencia o una causa concreta de sobreseimiento previa o durante el 

proceso, en último de los casos en la audiencia constitucional. 

SEPTlMA. Es necesario hacer una reforma a la Ley de Amparo adicionando un 

artículo que de manera especial establezca las reglas que deben observar los 

juzgadores de amparo al resolver asuntos en los que se ímpugnen leyes reputadas 

inconstitucionales. para efecto de que este trabajo de elaborar una sentencia de 

amparo para la desaplicación de las leyes sea más humano y exhaustivo a fin de 

que se termine con la parcialidad con que se conducen jueces de amparo que 

ocasionan el acrecentamiento del número de amparos contra leyes sobreseídos. 

OCTAVA. Para acreditar el interés juridico que se tiene para acudir a 

promover el juicio de amparo contra leyes es necesario expresar en la demanda 

de garantías que se cuenta con un derecho reconocido y tutelado por la 

Constitución y que ha sido violado por la entrada en vigor o el primer acto de 

aplicación de la ley que se califico de inconstitucional. además de precisar el 

porqué se haya el agraviado dentro de los supuestos de la referida ley, esto 

dentro de los conceptos de violación, además es preciso hacer uso de los medios 

de pruebo permitidos por la Ley de Amparo y supletoria mente por el Código 

Federal de Procedimientos Civiles. Observando estos elementos es muy probable 

obtener una sentencia concesoria de amparo en la cual se declare la 

inconstitucionalidad del ordenamiento impugnado, además de ordenar que no 

le sea aplicado al quejoso y que los efectos se retrotraigan al momento anterior 

de surgir la violación de garantías. 
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